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  INTRODUCCION. 
 
 
Con el transcurso del tiempo el proceso jurisdiccional en materia civil se ha venido 
debilitando, mientras que en otros órdenes, como en el orden penal, ha recibido un 
fuerte y vigoroso impulso, sobre todo a partir de la entrada en vigencia del código 
procesal penal. 
 
El debilitamiento, dicho así en el mejor de los casos, aunque con mayor crudeza, 
podríamos incluso decir: inoperancia, incomprensibilidad e incumplimiento de su 
función mediata, se debe en parte a la evolución misma de la sociedad y a la 
necesidad de sistemas judiciales y leyes conformes al contexto actual. 
 
Se han hecho intentos por mejorar el servicio público que supone la función 
jurisdiccional; en Managua, por ejemplo, se implementó un modelo de gestión de 
despacho judicial, el cual  no ha podido cumplir por distintas razones con los 
objetivos para el cual fue creado; entre otras y sobre todo, por la obsolescencia de 
los procedimientos, configurados a partir del código de procedimiento civil que 
entró en vigencia en el año 1906. 
 
Por otro lado, desde hace ya más de tres años, se viene hablando de una reforma 
procesal profunda, un anteproyecto preparado por una comisión integrada por la 
Corte Suprema de Justicia se ha venido dando a conocer; sin embargo, aún no 
hay un verdadero empoderamiento del anteproyecto por los operadores del 
sistema: jueces y abogados, ni se ha generado la discusión necesaria en el ámbito 
académico para acompañar la discusión del mismo; causas que hacen aun más 
lento el camino a seguir para alcanzar un mejor procedimiento y justicia eficaz, 
oportuna y transparente. 
 
Sin duda alguna puedo decir que la creación de un código modelo para 
Iberoamérica constituye un gran avance del camino a seguir para actualizar, 




modernizar y porque no, unificar las leyes de procedimientos para los países 
Iberoamericanos, siempre en pro de alcanzar una globalización que beneficie al 
conglomerado. 
 
En la actualidad, la problemática que se destaca es que todavía estamos atados a 
leyes y códigos obsoletos, antiquísimos, que lejos de colaborar con la justicia, en 
vista de la falta de efectividad y ajuste al contexto actual, lo que encontramos son 
barreras que no permiten alcanzar un pleno desarrollo como Estado, por lo que 
nuestro sistema jurisdiccional, pide a gritos sofocantes, modernización, 
actualización; somos el país centroamericano, que aún cuenta con un código 
procesal civil de comienzos del siglo pasado, lo que resulta contraproducente, 
cuando en la actualidad lo que se busca es poder entrar en la globalización, no 
solo en el ámbito económico, sino también, en el ámbito jurisdiccional, para 
mostrar que contamos con plena capacidad y bases de soporte jurídico que crean 
estabilidad al país y por tanto a inversionistas nacionales y extranjeros.  
 
No solo hablamos de estabilidad para atraer inversionistas extranjeros, sino 
porque brindaríamos seguridad jurídica a nuestros nacionales, que siendo un país 
golpeado históricamente hablando, a lo largo de tantos años y en distintas 
maneras y circunstancias, un país empobrecido, corrupto en su mayoría o por lo 
menos un gran porcentaje, no solo a nivel del poder Judicial, sino también otros 
poderes del Estado y a esto le agregamos un sistema  jurisdiccional débil, que 
deja a merced del juez, bajo su criterio, la resolución de los litigios y muchas veces 
plagado de corrupción, todo el sistema que lo envuelve, como los secretarios, 
receptores, notificadores, oficiales archivistas, oficiales de mensajería interna, 
todos forman un conjunto que sin la debida vigilancia, están propensos a caer en 
corrupción.  
 
No es ajeno a la población en general, que nuestro Poder Judicial está señalado 
por corrupción a nivel interno;  es en pro de este sistema que debemos trabajar, 
para limpiar la imagen de uno de los Poderes del Estado y dicho sea de paso, 




beneficiar a la población, la que con aporte monetario a manera de impuestos, 
sostiene cada uno de los poderes del Estado, al Estado mismo y sus actividades. 
Es en este sentido que pretendo con esta Monografía colaborar en la labor de 
mejorar el sistema judicial. 
 
Es de mi interés hablar de nuestro sistema jurisdiccional, como aporte propio, en 
busca de avances jurídicos, sociales y porque no, económicos, para visualizar la 
Nicaragua que deberíamos tener, una Nicaragua, moderna, actualizada, justa, 
equitativa, que busca el bien común, pero no solo entre papeles, como es común 
encontrarlo en leyes, como la constitución lo ordena,  sino también, que podamos 
decir, que existe, que es nuestra realidad y es lo que brindamos como poder 
judicial, en la actualidad.  
Este trabajo Monográfico lo centré en mostrar una idea generalizada de lo que es 
en la practica la Realidad del sistema Procesal civil en Nicaragua, aunque 
básicamente tomé como punto de referencia los Juzgados de Managua, como 
pioneros en la implementación y modernización del sistema judicial, ya que 
resultaría sumamente amplio y casi imposible de abordar en una Monografía cada 
punto del sistema procesal en concreto,  por lo que intenté abordar puntos que 
considero claves e importantes para brindar una idea general del funcionamiento 





















Destacar la necesidad de fortalecer el sistema judicial actual y de contar con 
instrumentos jurídicos modernos que permitan el acceso a una justicia eficiente, 





1- Valorar el impacto de la implementación del modelo de gestión de 
despacho en los juicios civiles radicados en los juzgados de Managua. 
 
2- Valorar el aporte del anteproyecto de código procesal civil a la existencia de 
una justicia pronta y eficaz. 
 
3- Presentar estadísticas actualizadas de la cantidad de causas civiles que 
ingresaron a los juzgados de Nicaragua durante el periodo 2000 – 2007 y 
cuántas de ellas llegaron a su etapa conclusiva. 
 
4- Destacar la realidad actual que se vive en los procesos civiles en los 
Juzgados de Managua, desde el punto de vista de una causa en específico 










Capítulo I  Breve reseña de los antecedentes históricos del procedimiento 
civil en Nicaragua 
 
 
Nuestro sistema de procedimiento civil encuentra gran influencia en los códigos y 
leyes Españolas, las que sirvieron de fundamento para la creación de nuestro 
primer código de procedimiento civil formal, el que data de 1871 y luego el código 
de 1905 que entró en vigencia a partir del 01 de enero de 1906, siendo éste el que 
actualmente rige en nuestro país. 
 
Posteriormente, encontramos que durante la administración del Jefe de Estado, 
don Dionisio Herrera se promulgó el Decreto del 27 de abril de 1831: Lei 
Reglamentaria de la Administración de Justicia en lo civil i criminal, que debe 
observarse en los tribunales del Estado; esta norma, básicamente se destina a 
organizar la jurisdicción, sin hacer mayor descripción normativa de los 
procedimientos, por lo que se entiende prorrogados los existentes de fuente 
Española, con la salvedad de la normativa relacionada a la conciliación previa 
dirigida por los Alcaldes.1 
 
Con la promulgación del Código de Procedimiento Civil de 1871, se formaliza las 
relaciones jurídicas, se clasifican los procesos en atención a la competencia 
genérica de los órganos, es decir que el proceso se clasifica en civil y criminal, 
esta clasificación la recoge posteriormente el código de 1906.  
 
Luego encontramos una serie de promulgaciones de leyes y decretos que han 
intentado actualizar un poco nuestros obsoletos códigos de procedimientos, los 
cuales en la actualidad piden a gritos sofocantes de auxilio una urgente y bien 
merecida creación de un nuevo código, no solo pequeñas inyecciones de reformas 
que no son suficientes, para modernizar o más bien actualizar nuestras leyes 
según el tiempo. 
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Parte de estos intentos los encontramos con la promulgación de la Ley 
denominada Código de Formulas de la Republica de Nicaragua promulgada el 18 
de marzo de 1875, bajo el gobierno del Presidente Pedro Joaquín Chamorro, 
dicha ley sirvió como formulario para jueces y secretarios a fin de unificar la 
manera de proveer y notificar, de igual manera en el ejercicio de la cartulación 
para los Notarios. 
Posteriormente bajo un esfuerzo por avanzar, encontramos que se forma una 
Comisión Legislativa para la creación del Código de Procedimiento civil, en el año 
1904, bajo la orden del presidente de la República, General José Santos Zelaya, 
comisión que fue integrada por los abogados Bruno H. Buitrago, José Francisco 
Aguilar y Francisco Paniagua Prado, siendo el decreto promulgado el siete de 
noviembre de 1904 y entrando en vigencia el primero de enero de 1906. 
 
La norma reguladora de los procedimientos civiles vigentes desde entonces 
cuenta con 2144 artículos, estructurados en tres libros. Libro primero: 
Disposiciones comunes; libro Segundo: jurisdicción voluntaria y libro tercero: 
jurisdicción contenciosa, además cuenta con dos leyes anexas: ley del Notariado y 
ley del código de abogados, esta última completamente carente de positividad, es 
decir en abandono. 
 
El código de Procedimiento civil, cuya principal influencia la recibió la Ley de 
Enjuiciamiento Española de 1881 y en menor medida de la legislación procesal 
Chilena y de las otras naciones Centroamericanas. A partir de su entrada en 
vigencia ha sufrido una cantidad considerable de reformas menores, pero 
conservando su estructura e idea original. Lo que resulta contraproducente, o 
inadecuado para la modernización de las reglas y normas jurídicas, sobre todo 
porque siendo las circunstancias variables en el tiempo conlleva a una inadecuada 
aplicación de la norma, ya que cuando se decretó el código de procedimiento civil 
en 1905 la realidad de Nicaragua era muy distinta a la actual. El código en ese 
entonces era completamente ajustado a la sociedad y sus necesidades, lo que con 




el pasar del tiempo sale de ese ajuste, la población aumenta, las costumbres, la 
tecnología y todo tipo de avances varían, lo que conlleva a la necesidad de 
actualizar las normas para que sean aplicables. 
 
 
Capítulo II Conceptualización del proceso Civil Nicaragüense 
 
 
2.1 ¿Qué es Proceso? 
 
Proceso, es el instrumento esencial de la jurisdicción o función jurisdiccional del 
Estado, que consiste en una serie o sucesión de actos tendentes a la aplicación o 
realización del derecho en un caso concreto.2 
 
Proceso proviene de la palabra proocedere que significa proceder, en palabras 
común no es más que hablar de desenvolvimiento, algo que opera en el tiempo. 
 
Por lo tanto entendemos al proceso jurídico como una serie de actos dirigidos por 
Jueces o Magistrados encaminados a la resolución de una controversia, dicho sea 
de paso,  estos actos referidos deben regirse bajo el apego necesario de las leyes 
y normas que le dan validez. Por cuanto el proceso no es una actividad 
espontánea de la vida social, sino que solo existe en cuanto está regulado en la 
ley, de tal manera debe apegarse a lo establecido en la misma, para cada caso en 
concreto. 
 
En otras palabras, podemos entender al proceso civil como el método utilizado por 
las personas que la ley nombra como agentes o guardianes para la aplicación de 
la misma ley (Jueces en primera instancias y Magistrados en segunda y tercera 
instancia) para dar seguimiento y lograr el fin de la controversia o litigio, la que 
concluye según sea el caso, con la sentencia. 
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Según recoge Devis Echandia, el proceso procesal es el conjunto de actos 
coordinados que se ejecutan por o ante los funcionarios competentes del órgano 
judicial del Estado, para obtener, mediante la actuación de la ley en un caso 
concreto, la declaración, la defensa o la realización coactiva de los derechos que 
pretenda tener las personas privadas o públicas, en vista de su incertidumbre o de 
su desconocimiento o insatisfacción o para la tutela del orden jurídico.3 
 
El proceso es considerado a su vez como una relación jurídica pública, por cuanto 
intervienen  el Estado y las partes, que pueden ser personas jurídicas o naturales, 
sin olvidar que las sentencias que éstos emitan son de ineludible cumplimiento, 
noción que reconoce la Constitución Política de la República en su artículo 167, la 
que literalmente establece: los fallos y resoluciones de los Tribunales y Jueces son 
de ineludible cumplimiento para las autoridades del Estado, las organizaciones y 
las personas naturales y jurídicas afectadas. 
 
El proceso tiene como objeto la relación jurídica o los actos jurídicos a los cuales 
debe aplicarse en el caso concreto las normas que lo regulan para decidir sobre 
su existencia y sus efectos jurídicos, ya que lo que se pretende es la solución del 
conflicto, lograr la paz armoniosa, el equilibrio de los derechos. 
 
Por lo que es de principal interés para la nación velar por el bien común,  nuestra 
Constitución Política como Carta Magna, establece literalmente en su artículo 160: 
la administración de la justicia garantiza el principio de la legalidad, protege y 
tutela los derechos humanos mediante la aplicación  de la ley en los asuntos o 
procesos de su competencia.  
 
Según Cipriano Gómez Lara, no podemos hablar de proceso sin hablar del litigo, 
puesto que para que exista un proceso se puede dar como antecedente del mismo 
un litigio, ya que el litigio  es siempre el contenido y el antecedente de un proceso, 
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pues resulta que el litigo es un conflicto de intereses y  el proceso pasa a ser el 
medio de solución que viene a poner fin al litigio.4 
 
No puedo dejar de mencionar que aunque para que se dé un proceso debe darse 
primero un litigio o controversia, no todo litigio conlleva necesariamente a un 
proceso. Aunque muchos autores difieren de esta teoría, sobre todo cuando 
estamos frente a juicios declarativos. 
 
Cabe destacar como punto importante para que se dé el proceso, debe iniciarse 
con una  acción, la que viene a ser según Cipriano, la llave que abre el proceso, la 
cual es iniciado por una de las partes, la que se ve según sea el caso afectado o 
menoscabado su derecho,  el cual puede ser real o personal, esta acción referida 
es la demanda ante el órgano competente. Siempre tomando en cuenta los 
requisitos  esenciales que exige la ley. 
 
 
2.2  Fuentes formales del  derecho procesal 
 
Según Cipriano Gómez, tomamos como fuentes, haciendo referencia a los 
orígenes, a las formas de aparición de las normas jurídicas, tomando este sentido, 
podemos hablar de dos tipos de fuentes: las formales y las materiales.5 
 
Fuentes formales: se refiere a la forma de creación jurídica de las normas, es 
decir, que se hace alusión a la mecánica de creación estructural de las normas e 
instituciones jurídicas para averiguar cómo llegan éstas a ser formalmente validas 
y vigentes.  
 
Podemos citar como fuentes formales: la legislación, la costumbre, la 
jurisprudencia, el reglamento. 
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La principal fuente es la ley, nuestra ley fundamental es la Constitución Política de 
la Republica, en ella se identifican los valores que presiden la organización de la 
convivencia, la justicia y la libertad, aquí se establecen garantías fundamentales 
que deben presidir el funcionamiento del sistema procesal, los preceptos 
constitucionales son imperativos, ninguna  otra ley puede oponerse a lo que ésta 
ley suprema contempla; posteriormente encontramos las demás leyes de la 
materia, no omito mencionar que la ley es la principal reguladora de la actividad 
judicial. 
   
La ley fundamental en derecho procesal civil, es nuestro código procesal civil, en 
él se contemplan los procedimientos a seguir para la realización de procesos en 
materia civil. 
 
Luego encontramos a la jurisprudencia y la costumbre; la jurisprudencia es la 
encargada de resolver las incoherencias y la oscuridad de los textos legales, de 
armonizarlos, de llenar sus vacios y lo que es más importante, desarrollar la 
doctrina que se contenga en los principios que consagra y de ir haciendo penetrar 
a través de ellos las nuevas concepciones. 
 
En vista que en los procesos civiles surgen diversos problemas que muchas veces 
no encuentran solución directa en la ley y los órganos judiciales competentes 
encuentran apoyo para dirimirlos por medio de la jurisprudencia, que no es más 
que la costumbre encaminada repetidamente en un mismo sentido que crea 
jurisprudencia. 
 
Fuentes materiales: éstas indagan el contenido de las normas, o sea la conducta 








2.3  Sujetos que intervienen en el proceso 
 
Con respecto al tema de los sujetos procesales hay diversas posiciones, acerca 
de quiénes son los sujetos de la relación jurídico procesal, es de mi interés hablar 
acerca de una, la cual considero, se aplica en Nicaragua, la que estable como 
sujetos procesales a las partes y el Estado mediante el funcionario jurisdiccional 
competente para el caso como lo son Jueces en primera instancia y Magistrados 
en segunda y tercera instancia (Apelación y casación). 
 
Además, podemos agregar como sujetos procesales todos los demás terceros que 
de alguna forma intervienen en el desenvolvimiento del proceso. 
 
El papel del juzgador en el proceso es en principio dirigir el mismo, velar por que 
se cumplan lo estipulado en las leyes competentes, dictar sentencia aplicando la 
ley al caso concreto, para dar fin a la controversia o litigio. 
 
Las partes acuden a los órganos que el Estado ha constituido para realizar la 
función jurisdiccional. El Juez que resuelva el conflicto dicta una resolución que 
vincula a las partes y que se conoce como sentencias. 
 
Nuestra Constitución Política hace referencia en este tema, estableciendo en el 
artículo 159 que las facultades jurisdiccionales de juzgar y ejecutar lo juzgado 
corresponde exclusivamente al Poder Judicial.6 
 
Mientras que las partes son aquellos que pretendan una tutela jurisdiccional y 
aquellos frente a los cuales se pida esta tutela; así hablamos de:  el demandante y 
el demandado, los sujetos a quienes afectará de forma directa el pronunciamiento 
del Tribunal, bien sea,  concediendo o denegando la tutela jurisdiccional 
pretendida. Estos sujetos pueden actuar como titulares, en su propio nombre o 
bajo representación jurídica por medio de Apoderado judicial. 
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Cabe señalar que, no son solo partes el demandante y demandado, sino que 
también, aquellos que una vez iniciado el proceso, pueden entrar en él con 
relación al objeto principal del mismo, con plenitud de derechos, cargas y 
responsabilidades procesales. 
  
Capacidad para ser parte: la capacidad para ser parte es la aptitud para ser titular 
de todos los derechos procesales y asumir las cargas y los derechos inherentes al 
proceso. 
 
Una persona natural tiene capacidad para ser titular en el proceso, o sea actuar en 
su propio nombre, cuando es mayor de edad y se encuentra en pleno goce de sus 
facultades, con plena capacidad para obrar. 
 
Mientras que una persona jurídica puede actuar como parte en un proceso por 
medio de un representante legal que se encuentre legitimado. 
 
2.4  Principios del proceso 
 
Cabe hacer alusión a que los principios generales del derecho no son más que 
verdades jurídicas universales dictadas por la razón natural y que tomamos en 
cada legislación de cada país, para ayudar a interpretar y completar la ley escrita, 
cuando ésta es ambigua o insuficiente, he ahí que radica su importancia. 
 
Son muchos los principios que acompañan nuestra legislación en la materia 
abordada, por lo que trataré de abordar solo unos cuantos de ellos, como:  
 
Principio de audiencia: Es un principio general que afecta, también a las demás 
ramas del derecho procesal, al debido proceso y que se resume en que nadie 
puede ser condenado sin haber sido oído y vencido en juicio, implica que ningún 
ciudadano tienen que soportar una sentencia sin que previamente haya tenido la 




oportunidad de alegar en su defensa todo aquello que considere oportuno dentro 
del proceso. Es atendiendo a este principio que nuestro código de procedimiento 
civil establece el termino para emplazar a la parte y contestar la demanda, 
alegando lo que tenga a bien. 
 
Principio dispositivo: El proceso civil se inicia a instancia de parte, denominada 
parte actora, lo que significa que el objeto del proceso es determinado inicialmente 
por el demandante, exponiendo hechos y los fundamentos de derechos en que se 
basa y pronunciamiento o resolución que solicita al juez, con los alegatos que 
pueda hacer el demandado se acaba de concretar el objeto del proceso. Esto 
implica básicamente que nadie puede ser obligado a iniciar un proceso, es 
potestad de la parte actora dar inicio al mismo. 
 
Principio de economía procesal: este principio básicamente se reduce en decir que 
es la obtención del máximo resultado posible con el mínimo de esfuerzo, éste 
principio se refiere no solo a los actos procesales sino a las expensas o gastos 
que ellos implique. 
 
Principio de concentración: Consiste en reunir todas las cuestiones debatidas o el 
mayor número de ellas, para ventilarlas o decidirlas en el mínimo de actuaciones y 
providencias; de esta manera se evita que el proceso se distraiga en cuestiones 
accesorias que impliquen suspensión de la actuación principal. 
 
Principio de celeridad: Consiste en que el proceso se concrete a las etapas 
esenciales y cada una de ellas limitadas al término perentorio fijados por la norma. 
En observancia a éste principio se descartan los plazos o términos adicionales a 
una determinada etapa, esto es los que se surten como complemento del principal 
y las prórrogas o ampliaciones; también implica que los actos se surten en la 
forma más sencilla posible, para evitar dilaciones innecesarias.  
  




Principio de saneamiento: Consiste en que las situaciones o actuaciones 
afectadas de nulidad sea susceptibles de ser convalidadas por la parte en cuyo 
favor se establece. 
 
Principio de gratuidad de la justicia: Como la justicia es un servicio que presta el 
Estado a la sociedad, a él le corresponde sufragar todos los gastos que esa 
función entraña, como proporcionar los locales y elementos necesarios para el 
debido funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, y aunque el principio en su 
acepción más amplia, incluiría los gastos que implica el proceso, esto no tiene 
vigencia, como ya sabemos es asumido por las partes. 
 
Principio de impulso procesal: A los sujetos del proceso les corresponde darle 
curso al proceso hasta ponerlo en estado de proferir sentencia. Aunque nuestro 
código procesal civil establece algunos artículos donde indica que el juez podrá 
dictar de oficio algunas actuaciones, la mayoría requieren el impulso de las partes 
para que el proceso siga su curso habitual. 
 
Principio de motivación de la sentencia: El juez en todas las providencias que 
impliquen pronunciamiento de fondo, en particular la sentencia, debe exponer los 
















Capítulo III  Implementación del modelo de gestión de despacho judicial 
 
 
El modelo de gestión de despacho nace por la necesidad y en el afán de 
encaminar nuestro sistema de justicia en una vía más efectiva y transparente, por 
lo que el doce de febrero del año 2007 se publica la normativa de funcionamiento 
de la dirección de despachos judiciales. 
 
Dicho modelo da inicios en noviembre del año 2007, como pionero, los juzgados 
de Managua, aún sin estar completamente listo, abre sus puertas, por ejemplo, la 
oficina de archivo de asuntos en trámites, no estaba completamente organizada 
para abrir puertas al usuario, muchos de los expediente que habían sido 
trasladados a esta oficina, aún no se encontraban en su posición, motivo que 
causó descontento y hasta me atrevo decir que prácticamente caos en los 
juzgados de Managua. 
 
Ya sabemos que todo inicio implica proceso de adaptación crítico, pero si a esto le 
agregamos, falta de organización, trae consigo resultados un poco negativos o por 
lo menos nada satisfactorios, sobre todo para la imagen del poder judicial, frente a 
sus usuarios, imagen carente de positividad. 
 
Con el paso del tiempo, los usuarios sean abogados o partes del proceso, han 
logrado adaptarse, aunque todavía existen quejas al respecto. 
 
La dirección de despachos judiciales es un órgano técnico de la Corte Suprema de 
Justicia de Nicaragua, cuyas funciones radica en  la configuración de estructuras, 
procesos de trabajos, división de roles y la asignación de competencias operativas 
que incidan en la generación de resultados más eficaces  y eficientes en pro de 
una administración de justicia con mayor calidad y celeridad. 
 




Esta división se encuentra bajo la dirección del consejo nacional de administración 
y carrera judicial de la Corte Suprema de Justicia, cuyo objetivo es planificar, dirigir 
y controlar el funcionamiento y desarrollo de las diferentes oficinas de apoyo 




3.1 Orígenes del Modelo de Gestión de Despacho Judicial. 
 
El nuevo Proyecto estaba contemplado en el plan operativo de la Corte Suprema 
de Justicia de los años 2003-2007 y es uno de  los proyectos del programa de 
Fortalecimiento Judicial y Acceso a la justicia. 
 
Indra7 ganó a finales del año 2005 una licitación internacional, en el marco del 
convenio firmado entre la CSJ y el Banco Interamericano de Desarrollo para la 
financiación de un programa de fortalecimiento judicial y acceso a la justicia. El 
convenio persigue incrementar el acceso del ciudadano al sistema judicial y 
mejorar la calidad del servicio. 
 
Indra se encargó de modernizar y automatizar el sistema judicial de Nicaragua, por 
un importe de 1.8 millones de dólares americanos, para lo que diseñó un sistema 
de gestión para la CSJ. del país. 
 
El modelo diseñado por Indra, incluye un nuevo esquema de organización judicial 
y un sistema automatizado de gestión de despachos, pensados para aumentar la 
eficacia y la eficiencia de las instancias judiciales. 
 
Este modelo se basa en un sistema de gestión desarrollado por la compañía, que 
consiste en una solución tecnológica que facilita la comunicación electrónica entre 
                                                          
7
 Indra es una compañía de origen española que se dedica a la creación de modelos de justicia, en la 
actualidad países latinoamericanos como Venezuela, Costa Rica, Bolivia y República Dominicana ya poseen 
sistemas como el nuestro. 




los abogados y los órganos judiciales, provee el acceso a la justicia del ciudadano 
a través del internet y permite la implementación del expediente judicial electrónico 
a medio plazo, lo cual trae consigo beneficios como: facilitar la gestión procesal, 
controlar el desempeño del órgano judicial, determinar y gestionar la agenda del 
juzgado y elaborar las estadísticas e indicadores judiciales. 
 
Indra a su vez, aporta por medio de una de sus compañías AZERTIA, la cual 
ofrece servicios de consultoría tecnológica, especializada en el campo de la 
gestión judicial, reingeniería organizativa y su implementación, estudios y 
normalizaciones de trámites procesales, diseño y desarrollo de sistemas 
informáticos, conceptualización y realización de planes de implantación y diseño y 
explotación de bases jurisdiccionales y estadísticas, todo ello aplicado a la 
organización judicial, aproximando a todos estos organismos hacia el concepto de 
oficina sin papeles, lo que en teoría se pretende, hago mención de esto, ya que 
históricamente y en la actualidad hemos visto que, por un lado se encuentra lo que 
se pretende hacer, la intención, lo que da inicio a llevar a cabo este sistema y por 
otro lo que se ajusta a la realidad, este sistema contaba con las buenas 
intenciones de agilizar los procesos, radicar la corrupción, hacer más 
transparentes los proceso. Pero se ha venido desvirtuando dicho objetivo y al final 
siempre terminamos envueltos en procesos corruptos o lentos o inclusive con falta 
de información, a pesar de tantos esfuerzos. 
 
AZERTIA es la compañía creadora del sistema informático utilizado por el nuevo 
modelo de gestión, llamado a su vez Sistema Nicarao. 
 
Este modelo en principio pretende cumplir con las funciones para el cual fue 
creado, como lo es concentrar la actividad jurisdiccional, para que los Jueces se 
dediquen a la función de impartir justicia y realizar a su vez actividades 
administrativas, es por esto que se crearon las oficinas que brindan apoyo a los 
judiciales, de las cuales hablo más adelante. 
 





3.2  Funciones de la división de gestión de despacho judicial: 
 
- Diseñar, ejecutar y coordinar los planes de modernización que incidan en el 
mejoramiento de la gestión. 
 
- Implementar y brindar seguimiento a las oficinas de apoyo judicial, a través 
de los coordinadores de estas oficinas. 
 
- Coordinar y dirigir la ejecución de proyectos que impliquen el mejoramiento 
y calidad de gestión de los despachos judiciales. 
 
- Ser contraparte nacional de los proyectos de modernización que incidan en 
la gestión de despachos judiciales. 
 
- Proponer cambios y mejoras en estructura, procesos, organización y 
determinar las normas de interrelación con los órganos judiciales que se 
atienden. 
 
- Crear y dar seguimiento a los mecanismos y normas de conexión e 
interrelación entre Juzgados, Tribunales y las Oficinas de Apoyo Judicial. 
 
- Realizar estudios relacionados con la actividad judicial en la cual pueda 
incidir el mejoramiento de la gestión judicial. 
 
 
3.3 Estructura y funciones de cada oficina del modelo de Gestión de 
Despacho Judicial 
 
El modelo de Gestión de Despacho Judicial, está estructurado bajo el ligamiento 
de dos ejes de organización, que son las oficinas de Apoyo Judicial y las oficinas 




de Apoyo Procesal. Los encargados de estas oficinas se encuentra bajo el 
mandato y supervisión directa del director de la división de Apoyo judicial, el que 
es nombrado por la Corte suprema de Justicia, actualmente el cargo lo ocupa la 
Magistrada Ligia Molina. 
 
Oficinas de Apoyo Judicial: también llamadas de servicios comunes8 
 
- Oficina de Atención al Público (OAP): tiene como función, al igual que su 
nombre lo indica, atender a los usuarios, brindándoles la información 
necesaria pertinente a su expediente, de manera centralizada, con el 
propósito de disminuir la afluencia de personas hacia los despachos de los 
jueces en busca de tal información. Cabe mencionar que las consultas que 
pueden realizarse en la OAP, a su vez pueden realizarse en los 
ordenadores de auto consulta ubicados en el área de esta oficina o vía 
internet. 
 
- Oficina de Recepción y Distribución de Causas y Expedientes (ORDICE): 
esta oficina es la encargada de recibir como su nombre lo indica los escritos 
y expedientes de cualquier materia radicados en esta sede judicial. Así 
mismo, es encargada de recibir las nuevas causas que se presenten y por 
medio de sorteo seleccionar a que juzgado, según la materia y cuantía le 
pertenece su tramitación. Esta distribución debe ser equitativa tomando en 
cuenta que cada despacho reciba el mismo número de asuntos, aleatoria 
porque su distribución debe hacerse al azar, sin prever al momento de 
ingresar un asunto que Juez conocerá de la causa. 
 
- Oficina de Gestión de audiencia (OGA): su labor esencial es proporcionar 
apoyo para  agendar las audiencias en sus respectivas salas disponibles 
dentro del complejo judicial. Ocupándose también del control de la citación 
                                                          
8
 Manual del modelo de gestión de despacho judicial, donde se explican las funciones de cada una de las 
oficinas que integran el modelo implementado y el cual fue proporcionado a los trabajadores del poder 
judicial, para una mejor comprensión en su labor operativa. 




de las partes y los jurados si los hubiese y brindar apoyo en todo lo que se 
necesite al momento de la realización de la audiencia. 
 
- Oficina de Mensajería Interna (OMI): el propósito de esta oficina 
básicamente es proporcionar el servicio de transporte de documentos, sean 
escritos o expedientes, en el interior del edificio de la sede judicial, cabe 
mencionar que por ningún motivo estos documentos pueden abandonar la 
sede, OMI se encarga de transportarlos de Archivo a las Oficinas de 
Tramitación o Despacho Judicial  y viceversa y de ORDICE a los 
despachos.  
 
- Oficina de Seguridad: su función es preservar la seguridad interna, 
custodiar y trasladar procesados al interior de la sede judicial y resguardar 
el orden en la sala de audiencias, así como colaborar en la vigilancia de los 
expedientes prestados para consulta de las partes con el cuido de no ser 
dañados, mutilados o incluso robados de la OAAT. Para tales efectos el 
personal de seguridad se encuentra distribuido en las diferentes oficinas, 
desde la sede de auto consulta, hasta cada locación donde se realizan las 
audiencias y juicios, así como en las entradas y salidas del público. 
 
- Oficina de Actos de comunicación: es la encargada de poner en contacto la 
sede con los intervinientes a través de un sistema de correo que realizan 
los propios funcionarios de esta oficina, como son, practicar citaciones, 
notificaciones y solicitudes de traslado de procesados, enviar oficios, 
comisiones u otro tipo de comunicaciones hacia entes externos de la sede 
judicial; cabe hacer mención, que para cumplir con sus funciones, el 
personal de esta oficina se desplaza de la sede judicial hasta el domicilio de 
las partes o lugar donde deba notificarse.  
 
- Oficina de Archivo de Asuntos en Trámites (OAAT): esta oficina resulta ser 
uno de los pilares importantes creados para el buen funcionamiento del 




modelo, tiene como objetivo, mantener la custodia de los asuntos que se 
encuentran en curso y necesitan una gestión centralizada que garantice el 
control de su ubicación, puesto que con el nacimiento del modelo se acaba 
la tutela personalizada de cada expediente en manos de su tramitador, con 
el fin de evitar actos de corrupción; aunque el propietario del asunto dicho 
de esta manera, sea el juzgado, el expediente debe dormir en la oficina de 
OAAT, por lo menos en teoría y ser solicitado cada vez que sea necesaria 
su utilización, o sea para ser tramitado. 
 
El objetivo de esta oficina es entre otros, administrar físicamente los 
asuntos, almacenando los expedientes en forma segura y ordenada, 
permitiendo su rápida ubicación, al igual que, remitir al archivo del complejo 
OAC, los expedientes que figuren en el sistema como asuntos paralizados, 
suspendidos y terminados, contando previamente con la autorización del 
juez. 
También, esta oficina se encarga de administrar las peticiones de préstamo 
de los expedientes que se encuentren en su custodia, bien sea a solicitud 
del juzgados a nivel interno o a solicitud de partes o sus abogados. 
 
Por otra parte, también tiene como función recibir los escritos que fueron 
recepcionados por ORDICE, buscar la ubicación de su respectivo 
expediente y enviarlo a su destino por medio de OMI, para que sean 
proveídos.  
 
- Oficina de Archivo del Complejo Judicial: en esta oficina se encuentran los 
expedientes finalizados, aquí también se atiende al usuario para préstamo 
de sus expedientes, estos expedientes son remitidos a esta oficina por 
medio de mensajería del complejo judicial, bajo la autorización de los 
jueces que conocieron la causa.  
 




- Oficina de Depósito de Bienes: tiene como función la custodia y el control 
de medios probatorios y bienes embargados o incautados de tamaño 
menor, que sea razonable almacenar en la sede judicial. Así mismo esta 
oficina registra y controla los bienes embargados o incautados de tamaño 
mayor que se encuentran en depósitos externos, por lo que brinda el 
servicio de almacenamiento físico y custodia de los medios probatorios y 
control de ubicación a través del sistema de gestión; también se encarga 
del préstamo y remisión de los medios probatorios a los jueces, para fines 
necesarios en el proceso. 
 
- Oficina de Presentación del Procesado: esta oficina fue creada para que los 
imputados que estén bajo un régimen penitenciario de libertad condicional 
que les obligue a presentarse ante la autoridad judicial puedan hacerlo sin 
necesidad de pasar por las zonas del público, esta oficina está diseñada 
como una dependencia de la sede judicial, con una zona de acceso distinta 
a la que usa el público en general. 
 
Dentro de sus funciones esta controlar la presentación de los imputados en 
los despachos, así como vigilar que las presentaciones se hagan en el 
término acordado y extender la diligencia oportuna en caso de 
incumplimiento y de igual manera verificar la identidad del imputado. 
 
 
Oficinas de Apoyo Procesal: son las encargadas de tramitar los juicios y están 
distribuidas de acuerdo a cada especialidad judicial. Están integradas por un pull o 
equipo de secretarios de actuaciones, los cuales deben ser abogados según la ley 
de carrera judicial, cuya única función es realizar los trámites de cada juicio en 
particular de acuerdo a formatos semi-automáticos pre-establecidos. 
 
Me interesa hacer mención que a raíz de este sistema, los secretarios de 
actuaciones  ya no tienen, aunque sea en teoría, el control personal exclusivo 




sobre los archivos y expedientes, puesto que ahora cada expediente que va a ser 
proveído es rotado por los secretarios de actuaciones, o sea que es proveído por 
distintos secretarios. 
 
Cabe hacer mención que las oficinas de apoyo procesal mantienen una relación 
directa con la producción de los trámites procesales dentro de los despachos 
judiciales y por ende una relación más directa con los Jueces y Magistrados. 
  
Los tramitadores o secretarios de actuación, apoyan a los Jueces y Magistrados 
en todo lo referente a la tramitación directamente procesal, borradores de 
resolución, vistos, etc. Así mismo se ocupan de la asistencia de los Jueces en las 
audiencias, en cuanto a la gestión de las salas y producción de actas procesales. 
 
Por otro lado, los jueces se dedican exclusivamente a sus funciones estrictamente 
jurisdiccionales: audiencias, juicios y dictar sentencias. 
 
Las oficinas que componen el área de apoyo procesal son las siguientes que 
detallare a continuación, sin referirme en concreto a su función, porque ya fue 
explicada, la variable radica en la función de cada materia a la que es asignada. 
 
- Oficina de tramitación local civil (OTLC): esta oficina es la encargada de 
tramitar, proveer, los asuntos de materia civil menor cuantía, la cual hago 
mención, que recientemente fue elevada a la cantidad de C$ 100,000.00. 
Para lo cual cuenta con secretarios de actuación y un responsable de la 
oficina, quien solicita los expedientes a utilizar de la OAAT y los distribuye 
equitativamente entre los secretarios de actuaciones, para dar trámite y 
seguimiento a tales asuntos. 
 
- Oficina de tramitación distrito civil (OTDC): es encargada de tramitar y 
proveer. Los asunto o expedientes de materia civil mayor cuantía, para 
tales efectos cuenta con un responsable de la oficina, su asistente, y los 




secretarios de actuaciones, el responsable es el encargado de solicitar los 
expedientes y distribuirlo equitativamente.  
 
- Oficina de tramitación familia (OTFAM): esta oficina como su nombre lo 
indica, es la encargada de tramitar los asuntos en materia de familia, cabe 
hacer mención, que hasta hace poco tiempo, se abrió una oficina que se 
encargue exclusivamente de los asuntos de familia, ya que anteriormente 
eran los jueces civiles quienes conocían de estas causas y a pesar que 
nuestra legislación contempla que alimentos posee, en la actualidad 
contamos en Managua con dos juzgados de Familia, mientras que en otros 
departamentos y Municipios todavía esta materia la conoce los jueces 
civiles y en diversos municipios  hasta los jueces únicos. Esta oficina está 
conformada con un responsable, un asistente, y los secretarios de 
actuaciones. 
 
- Oficina de tramitación laboral (OTLB): encargada de tramitar asuntos en 
materia laboral, cuenta con un responsable de oficina, su asistente, y los 
secretarios de actuaciones, dichas funciones ya las he mencionado en las 
descripciones anteriores, en vista que básicamente son las mismas, no 
redundaré en mencionarlas, pero no omito mencionar que al igual que en 
materia de familia, en muchos departamentos y municipios del país, son los 
jueces civiles quienes también conocen de esta materia. 
 
- Oficina de tramitación local penal (OTLPN): esta oficina es la encargada de 
tramitar, proveer y dar seguimiento a las causas penales con penas de 
menos de tres años, delitos menos graves y faltas penales. Cabe señalar 
que esta oficina no hace distinción o más bien división con respecto al 
trámite o etapa del proceso, miran o tramitan desde audiencias hasta juicio, 
a diferencia de los juzgados de distrito penal.  
 




- Oficina de tramitación de audiencia penal (OTAPN): se encarga de tramitar 
las causas y auxiliar al Juez, si lo requiere, en las audiencias que se 
realizan, ya sea preliminares o iniciales, para lo cual cuenta con secretarios 
de actuaciones, quienes proveen, se encargan de citar a las partes, peritos, 
etcétera, así como auxiliar al juez en la audiencia redactando el acta de la 
audiencia y recolectando la firma de las partes presentes. 
 
- Oficina de tramitación de juicio penal (OTJPN): esta oficina cuanta con un 
responsable, su asistente y secretarios de actuaciones, quienes se 
encargan de proveer lo que se tenga a bien, para cada expediente que este 
en esta fase de juicio, a su vez, citar a las partes, los peritos, o cualquier 
auxiliar del proceso involucrado, también colaborar con el juez, si fuese el 
caso, en la redacción del acta del juicio, y una vez realizado tal juicio, hacer 
las respectivas notificaciones del acta de sentencia. 
 
- Oficina de tramitación de ejecución de sentencias y vigilancia penitenciaria 
(OTESVP): es la encargada de tramitar las peticiones que por medio de 
escritos, solicitan las partes, a la vez, que dan seguimiento en el periodo de 
ejecución de las sentencias, velando con que se cumpla lo ordenado en 
sentencia. Está integrada por un Responsable de la oficina de tramitación, 
un asistente y ocho secretarios de actuaciones, los cuales corresponden 














3.4-  Estadísticas sobre las causas civiles a nivel nacional. 
 
Es de mi  interés aportar las estadísticas realizadas pre implementación del 
modelo, para servir de base y marcar un criterio en base a la diferencia de 
resultados, para así concluir con el cumplimiento o no de las expectativas para el 
cual fue diseñado el modelo, la agilización de los trámites, abordando siempre en 
la materia civil, que es la que me compete tratar en este trabajo Monográfico, a la 
vez estadísticas a partir del modelo de gestión de despacho en los juzgados de 
Managua como pioneros del sistema. 
 
Es importante que haga mención que en un informe que le fue presentado a la 
Magistrada Ligia Molina, quien es la encargada de la División de Gestión de 
Despacho Judicial y a la vez es la coordinadora del Proyecto de Código Procesal 
Civil de Nicaragua, o sea es la que tiene a cargo el buen funcionamiento del 
sistema, éste informe que hago mención, fue presentado por la Dirección de 
Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia a la Dra. Molina en el año 2008, 
conteniendo información estadísticas sobre las causas civiles que ingresaron en 
los juzgados de todo el país en el periodo 2000-2007, no cuentan 
asombrosamente con datos anteriores a esa fecha.9 
 
Introduzco tales estadísticas por medio de cuadros y gráficas, donde señalo la 
cantidad de causas civiles que ingresaron en los juzgados del país, en los años 
2000 al 2007, haciendo a la vez referencia de la cantidad de causas que fueron 
resueltas por medio de sentencia, en el mismo periodo y el restante que quedaron 
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 Primer Congreso Nacional e Internacional de Derecho Procesal Civil de Nicaragua, realizado en Hotel 
Camino Real-Managua 26, 27 y 28 de Noviembre de 2008.  




No omito manifestar que estas estadísticas corresponden a todos los juzgados del 
país, por lo que más adelante podrán observar que hago referencia a juzgados 
únicos, los cuales se encuentran básicamente en municipios y algunos 
departamentos que así están establecidos. 
 
 
RESOLUCION Y PENDENCIA DE DEMANDAS CIVILES A NIVEL NACIONAL PERIODO 
2000-2007  
     
AÑO  INICIO  RESUELTO  % RESUELTO  PENDENCIA  
2000  53.605  24.934  46,5%  28.671  
2001  71.926  30.031  41,8%  41.895  
2002  83.993  30.079  35,8%  53.914  
2003  91.848  19.881  21,6%,  71.967  
2004  116.526  22.580  19,4%  93.946  
2005  141.811  25.619  18,1%  116.192  
2006  173.771  29.892  17,2%  143.879  
2007  201.447  42.471  21,1%  158.976  
PROMEDIO  104.187  27.756  25,7%  82.957  
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el número de demandas que 
quedaron sin resolver al final del año, más el Ingreso de cada año. La columna Resuelto 
contiene la suma del resuelto de la Pendencia y del ingreso  
 
 
Como podemos observar en este cuadro, el nivel de asuntos resueltos desde el 
año 2000 al 2007 va disminuyendo, prácticamente se logra resolver un veinticinco 
por ciento del total de las causas que se encuentran en tramitación en los 
juzgados del país, cifra que resulta alarmante y poco alentadora para los usuarios 
del sistema que depositan sus esperanzas en  busca de la resolución de las 
controversias o la declaración de sus derechos menoscabados, siempre 
esperando obtener una justicia pronta, eficaz, oportuna. 
 








Esta gráfica ejemplifica la cantidad de causas pendientes de tramitar, las que ya 
están resueltas  y las que inician en cada año desde el 2000 hasta  el 2007, de 
esta manera podemos observar el panorama de la situación, donde la barra 
amarilla simboliza la cantidad de causas resueltas, siendo obviamente la más 
pequeña, pues poseemos un sistema judicial lento. 





RESOLUCION Y PENDENCIA DE DEMANDAS DE FAMILIA A NIVEL NACIONAL 
PERIODO 2003-2007  
     
AÑO  INICIO  RESUELTO  % RESUELTO  PENDENCIA  
2003  10.503  4.627  44,1%  5.876  
2004  20.118  9.000  44,7%  11.118  
2005  26.720  10.108  37,8%  16.612  
2006  33.951  11.677  34,4%  22.274  
2007  39.675  13.318  33,6%  26.357  
PROMEDIO  26.193  9.746  38,6%  16.447  
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia que es el número de 
demandas que quedaron sin resolver La columna Inicio contiene la suma de la 
Pendencia, que es el número de demandas que quedaron sin resolver al final del 
año, más el Ingreso de cada año. La columna Resuelto contiene la suma del 
resuelto de la Pendencia y del ingreso  
 
 
En esta tabla, se encuentran las estadísticas de las demandas de familia en el 
periodo 2003 al 2007, no omito manifestar que hago referencia a estas causas a 
partir del año 2003 y no del 2000 en vista que  antes de esta fecha, eran los 
juzgados civiles los que también conocía de las demandas de familia, e incluso 






















JUZGADOS CIVILES DE DISTRITO PERIODO 2003-2007  
AÑO  INICIO  RESUELTO  % RESUELTO  PENDENCIA 
     
2003  10.426  4.602  44,1%  5.824  
2004  18.598  8.576  46,1%  10.022  
2005  20.457  7.995  39,1%  12.462  
2006  22.871  8.198  35,8%  14.673  
2007  23.902  8.307  34,8%  15.595  
PROMEDIO  19.251  7.536  39,7%  11.715  
     
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el número de demandas 
que quedaron sin resolver al final del año, más el Ingreso de cada año.  La columna 


























RESOLUCION Y PENDENCIA DE DEMANDAS DE FAMILIA JUZGADOS 
LOCALES PERIODO 2003-2007  
     
AÑO  INICIO  RESUELTO  % RESUELTO  PENDENCIA  
2003  67  6  9,0%  61  
2004  730  207  28,4%  523  
2005  3.322  1.027  30,9%  2.295  
2006  6.809  2.060  30,3%  4.749  
2007  9.617  2.614  27,2%  7.003  
PROMEDIO  4.109  1.183  23,0%  2.926 
   ,%   
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el numero de 
demandas que quedaron sin resolver al final del año, más el Ingreso de cada año. 








JUZGADOS LOCALES UNICOS PERIODO 2003-2007  
     
AÑO  INICIO  RESUELTO  % 
RESUELTO  
PENDENCIA  
2003  10  6  60,0%  4  
2004  803  217  27,0%  586  
2005  2.954  1.096  37,1%  1.858  
2006  4.274  1.419  33,2%  2.855  
2007  6.159  2.397  38,9%  3.762  
PROMEDIO  2.840  1.027  37,9%  1.813 
   3,   
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el número de 
demandas que quedaron sin resolver al final del año, más el Ingreso de cada 
año. La columna Resuelto contiene la suma del resuelto de la Pendencia y del 
ingreso  
 














































JUZGADOS CIVILES DE DISTRITO PERIODO 2000-2007  




2000  42.452  21.864  51,5%  20.588  
2001  54.318  26.372  48,6%  27.946  
2002  58.188  24.453  42,0%  33.735  
2003  61.573  15.357  24,9%  46.216  
2004  75.874  16.535  21,8%  59.339  
2005  86.108  16.419  19,1%  69.689  
2006  100.482  17.260  17,2%  83.222  
2007  115.659  21.150  18,3%  94.509  
PROMEDIO  68.724  19.205  27,7%  52.778  
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia que es el número de demandas 
que quedaron sin resolver al final La columna Inicio contiene la suma de la 
Pendencia, que es el número de demandas que quedaron sin resolver al final del 
año, más el Ingreso de cada año. La columna Resuelto contiene la suma del 






JUZGADOS LOCALES PERIODO 2000-2007  




2000  7.593  1.627  21,4%  5.966  
2001  11.817  1.938  16,4%  9.879  
2002  16.112  2.744  17,0%  13.368  
2003  17.793  1.671  9,4%  16.122  
2004  24.379  2.854  11,7%  21.525  
2005  34.519  4.326  12,5%  30.193  
2006  47.177  7.046  14,9%  40.131  
2007  55.741  12.980  23,3%  42.761  
     
PROMEDIO  21.086  2.799  15,2%  18.824  
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el numero de 
demandas que quedaron sin resolver al final del año, mas el Ingreso de cada 
año. La columna Resuelto contiene la suma del resuelto de la Pendencia y del 
ingreso  
 




JUZGADOS LOCALES UNICOS PERIODO 2000-2007  




2000  3.560  1.443  40,5%  2.117  
2001  5.791  1.721  29,7%  4.070  
2002  9.693  3.182  32,8%  6.511  
2003  12.182  2.853  23,4%  9.329  
2004  15.973  3.191  20,0%  12.782  
2005  20.884  4.874  23,3%  16.010  
2006  25.812  5.586  21,6%  20.226  
2007  29.747  8.341  28,0%  21.406  
PROMEDIO  14.078  3.187  26,7%  11.056  
La columna Inicio contiene la suma de la Pendencia, que es el número de 
demandas que quedaron sin resolver al final del año más el Ingreso de cada año 
del año, más el Ingreso de cada año. La columna Resuelto contiene la suma del 




















































3.5  Resultados que ha tenido la adopción de este sistema para las partes en 
el actual procedimiento. 
 
La implementación del Modelo de Gestión de Despacho Judicial, en  principio fue 
un golpe, sobre todo para los Abogados litigantes viejos, que no aceptan 
fácilmente cambios en su manera de llevar los procesos, pero, todo cambio 
requiere de un proceso de adaptación, lo cual resulta difícil en principio, pero con 
el tiempo se terminan acostumbrando, de igual manera ocurrió con la 
modernización del código de procedimiento penal, lo que implicó que los 
abogados litigantes ingresaran nuevamente a salas de estudio para actualizarse 
con el sistema procedimental, cambios que contribuyen al buen funcionamiento y 
aplicación de las normas. 
 
Muchas son las críticas que ha recibido la adopción del modelo, desde ser 
tachado por predominar la burocracia, hasta que lejos de poner fin a la corrupción, 
que es en parte lo que se pretendía, aumenta tal corrupción, ya que los 
comentarios de los litigantes son críticos al respecto, mencionando que antes de 
implementar el sistema solían sobornar solo a los secretarios que tenían a cargo 
tal expediente, mientras que ahora, hay que pagar a distintos colaboradores del 
sistema, lo que no contribuye de manera positiva a la imagen del Poder Judicial. 
 
Con respecto a la agilización de los trámites, desde la implementación del sistema, 
puedo mencionar que los tramites siguen siendo lentos en su mayoría, pese a que 
prácticamente sigue siendo nuevo el modelo, apenas con dos años de 
funcionamiento, se sigue trabajando en pro de alcanzar las metas y propósitos 
para el cual fue creado, pero es fácilmente visible que la mayoría de las causas 
pasan largo tiempo para ser resueltas, sobre todo las demandas civiles ordinarias, 
mientras que después de tantos años donde se daba prioridad a los bancos con 
sus demandas ejecutivas, que si bien es cierto son tramites rápidos por su 
esencia, estos eran trabajados con prioridad al resto de las demandas, lo que 
causaba molestia en vista que las demandas de pensión alimenticia en diferentes 




cuerpos normativos comúnmente establece que deben ser tratadas con prioridad 
frente a cualquier otra demanda, pero hasta hace poco tiempo, se creó en los 
juzgados de Managua dos juzgados de familia, indicados únicamente a tratar 
sobre la materia de familia, lo que emerge resultados positivos en respuesta a lo 
ordenado por las leyes, pues ahora podemos decir que las demandas en materia 
de familia, como las pensiones alimenticias si tienen prioridad frente a las demás 
demandas.  
 
Uno de los puntos clave que pretendía alcanzar el nuevo modelo, es dotar de un 
sistema prácticamente digital, de cada expediente, en pro de la modernización, lo 
que ha funcionado en gran medida, ya que muchas de las actuaciones están a la 
orden de los abogados para su consulta, lo que resulta en ahorro de tiempo para 
los litigantes con acceso a este método, ya que desde internet puede ver el estado 
de sus expedientes, sin necesidad de dirigirse al complejo judicial para verlos 
físicamente, dejando esta opción para casos en que sea necesario tenerlos a su 
vista físicamente. 
 
Pero no todo es negativo, hay que considerar que un punto muy importante, es la 
creación de un archivo para los asuntos que se encuentran en trámite, de hecho 
esta oficina es un eje fundamental del nuevo modelo, a raíz de la creación de esta 
oficina, las partes no tienen que solicitar audiencia con el Juez para conocer el 
estado de sus expedientes, solo tienen que dirigirse al archivo para tenerlos a su 
vista y fotocopiarlos si así lo requieren, lo que resulta más práctico para las partes. 
Y hasta podemos hablar que en teoría genera un poco de control, pues los 
secretarios se miran obligados a tramitar cada uno de los expedientes y no tener 
excusas con respecto a su ubicación.  
 
Por otro lado, a raíz de la creación de este modelo, nace también la oficina de 
atención al público, la que facilita información del estado de los expedientes y la 
ubicación de los mismos, de esta manera orienta a los usuarios de a dónde deben 
dirigirse para obtener lo que necesitan, los usuarios abogados litigantes 




básicamente les incomoda andar de un lugar a otro en espera de lograr ver el 
estado de sus causas, en vista que el orden debe ser, primero visitar la oficina de 
atención al público para saber en donde se encuentra localizado su expediente, 
ahí se indica si está en la OAAT o en el despacho del juez o en la oficina de 
tramitación que le corresponda, según sea su ubicación, el usuario se podrá dirigir 
a la OAAT para tener a la vista su expediente o pedir que sea llevado a esta 
oficina, ya que no tienen acceso a las demás oficinas mencionadas, a menos que 
por medio de escrito presentado en ORDICE solicite audiencia con el Juez. 
Entonces este tipo de burocracia es lo que causa molestia a muchos de los 
litigantes.  
 
En general las bases y fundamentos que motivaron la creación de este sistema 
son buenas, pero todavía se sigue trabajando en pro de una aplicación 
satisfactoria que genere los resultados esperados, para que marche a cabalidad el 
sistema, dirigido y orientado a manera de facilitar la labor del poder judicial y los 
abogados en beneficio de las partes usuarios del sistema judicial. 
 
 
3.6  Sugerencias para mejorar el modelo de Gestión de Despacho. 
 
Como bien lo mencioné antes, el Modelo de Gestión de Despacho judicial en 
esencia es bueno, sus bases bajo las cuales fue creado son muy positivas, está 
bien estructurado, muchas veces el problema radica en el factor humano, que 
desvirtúan el propósito del modelo, que por un lado pretende dotar de 
modernización, agilización en el proceso, radicar la tan mencionada corrupción; el 
factor humano que resulta ser los trabajadores del poder judicial, siempre se las 
ingenian para hacer de las suyas como común mente se dice. 
 
Pero es muy importante invertir más económicamente en infraestructura y 
vigilancia, hago mención a esta sugerencia, en vista que por un lado, es necesario 
aumentar la cantidad de juzgados de cada materia, ya que los que actualmente 




están trabajando, no dan abasto para culminar a fin de cada año con todas las 
causas que ingresan, por lo que muchas de ellas quedan pendientes para el año 
siguiente, lo que va generando un retraso en masa que va cada vez en aumento, 
esta inversión debe incluir por supuesto, oficinas dotadas de equipos necesarios 
para trabajar, con sus respectivas computadoras, muebles de computadoras etc. 
Con el propósito de repartir mas el trabajo y así llevar cada expediente a su etapa 
conclusiva, en vista que la población en Nicaragua cada vez mas va en 
crecimiento, ya no somos los cuatro millones de habitantes que hace unos años 
éramos y por ende también crece el número de demandas, por lo que no podemos 
dar seguimientos a todas las demandas que ingresan día con día, como lo 
demuestro en estadísticas presentadas, prácticamente se está trabajando un 
veinticinco por ciento, cifra que resulta ser absurda con respecto al total de 
cantidad de demandas y por ende personas que depositan su fe en la resolución 
de estas, porque muchas de ellas tal vez en un caso de reivindicatoria, espera le 
sea devuelta su propiedad y llevan años sin respuesta alguna, lo que resulta 
agotador, no solo físicamente sino económicamente para las partes que 
diariamente tienen que pagar un abogado que les asesore. 
 
Y si a esto le sumamos que muchas de las oficinas trabajan solo medio tiempo, de 
ocho de la mañana a una de la tarde, en vista de que no hay presupuesto para 
cubrir con el beneficio de bono de alimentación de 30 córdobas diario que se le da 
a los trabajadores, como ayuda para su almuerzo, si laboran hasta las 4 de la 
tarde, lo que contribuye al lento funcionamiento de las actividades que brinda el 
poder judicial, por lo que resulta contraproducente laborar solo medio tiempo, 
habría que normalizar el horario de trabajo, para brindar el servicio debido. 
 
También sugiero invertir en vigilancia, pero no solo humana sino electrónica, en 
especifico, cámaras de vigilancia en cada una de las oficinas, como OAP donde 
aparte de atender al usuario también hacen entrega de documentos como 
diligencias prejudiciales y hasta una simple copia de ley; también ORDICE que es 
una oficina muy delicada por las funciones que tienen y que a la vez ha sido 




señalada por corrupción, no es ajeno que hace pocos meses una Juez hizo 
mención en un noticiero que ésta oficina manejaba a su gusto y antojo el sistema, 
lo que causa un enorme golpe a la imagen no solo del Poder Judicial sino de todo 
el país, en vista que a manera internacional nuestro país proyecta inestabilidad 
judicial, haciendo ver que no contamos con un verdadero sistema judicial 
confiable.  
 
También la OAAT que está encargada de resguardar los expedientes en estado 
de tramitación, oficina que también es muy delicada y resulta sumamente 
necesario su vigilancia las 24 horas del día, ya que en esta oficina ya se han dado 
casos de perdidas temporal o permanente de expedientes o tal vez folios de 
expedientes, que conllevan en atraso del proceso y otro tipo de implicaciones y es 
sumamente delicado puesto que hay diversas formas de extraer un expediente, ya 
que tienen acceso a esta oficina no solo los oficiales archivistas sino también 
conserjes y oficiales de mensajería, los cuales pueden llevarse expedientes 
enteros, OMI porque es su función trasladar expedientes de una oficina a otra por 
todo el complejo judicial y las conserjes los pueden sacar por medio de las bolsas 
de basura, como se ha dado en caso anterior, donde fue encontrado un 
expediente entero en un basurero; pero este caso que hago mención sin mucho 
detalle por la gravedad del asunto, fue extraído desde una oficina de tramitación, 
pero igual puede ser de cualquier otro punto, por lo que urge vigilancia 
permanente todo el tiempo. 
 
Resulta sumamente necesario también, el control y vigilancia de las actuaciones 
de los judiciales, pero no solo en teoría sino también en la práctica, ya que si bien 
está formada la dirección de despacho judicial por la Magistrada Molina, no lleva el 
control necesario, tiene una ubicación en una oficina dentro del Complejo Judicial 
Nejapa, pero no pasa el tiempo necesario en las instalaciones, debido a sus 
demás funciones, por lo que creo necesario se debe nombrar a alguien que 
dedique exclusivamente su tiempo de trabajo a esta dirección, para un mejor 
control. 




Capítulo IV   Análisis de una causa (Expediente) en base a lo establecido en 
el actual código  procesal civil. 
 
4.1 Juicio Especial de Desahucio. 
 
Es meritorio señalar lo establecido en nuestro Código de Procedimiento Civil en lo 
que a demanda se refiere, a fin de conocer los requisitos para su presentación y 
admisión correspondiente. 
 
En el Arto. 1020 Pr establece que las partes principales de un juicio son: 
demanda, emplazamiento, contestación, prueba y sentencia. 
 
Asimismo la demanda debe contener de conformidad al arto 1021 Pr: 
a) El nombre del actor, 
b) El del demandado, 
c) La cosa, cantidad o hecho que se pide, 
d) La causa o razón porque se pide y pueden unirse muchas causas para 
mayor seguridad de los derechos. 
 
Debe designarse el juzgado ante el cual se pone la demanda por expresión que se 
encabece con estos términos (arto 1022 Pr). 
 
El Arto 266 Pr señala que para determinar la competencia fuera de los casos 
expresados en los artículos anteriores, se seguirán las reglas siguientes: 
 
13- En las demandas en que se ejerciten acciones de desahucio, será el juez 
competente el del lugar en que estuviese sita la cosa litigiosa o el del domicilio del 
demandado actual o ultimo en la Republica, a elección del demandante. 
 
La demanda debe ser escrita en papel del valor correspondiente. Los escritos 
llevaran la fecha en letras y no en números. Los pedimentos se escribirán 




sucesivamente en el expediente, y los que figuren en hojas anteriores, que ya 
estén agregadas al proceso y cuyas fechas no correspondan al referido orden 
sucesivo, no se atenderán. (Arto 1023 Pr). 
 
La cosa cuya propiedad o posesión se pide debe señalarse con toda claridad, 
manifestando sus circunstancias como linderos, calidad, cantidad, medida, numero 
peso, situación, naturaleza, color y otras; a no ser que la demanda sea general, 
como la de una herencia o de cuentas de una administración u otras semejantes 
(arto 1024Pr). 
La cuantía de lo que es objeto de la demanda, fija la competencia de los 
funcionarios de justicia para conocer de ella y el trámite que debe seguirse. (Arto 
1032 Pr). 
 
El arto 285 Pr también señala que la cuantía de la demanda se fijara por las reglas 
siguientes y en los casos a que ellas se refieren: 
 
Séptima: En las demandas de desahucios se estimara la cuantía de la acción por 
el valor de la renta durante un semestre. 
 
Las demandas, cuya cantidad o estimación no exceda de quinientos pesos deberá 
decidirse en juicio verbal; las que excedan de esta suma son objeto de los juicios 
que se llaman escritos o de mayor cuantía (arto 1033 Pr). 
 
Siendo admisible la demanda, se conferirá traslado de ella al demandado para que 
la conteste. Los términos para contestar la demanda, serán: en los juicios 
ordinarios seis días; en los sumarios, tres; en los verbales ordinarios, el que se 
fijara en el Titulo respectivo; todo sin perjuicio del término especial de la distancia, 
cuando este tenga cavidad. (Arto 1037 y 1038 Pr). 
 
En los artículos 1429 al 1451 Pr se encuentra establecido el procedimiento a 
efectuarse en los Juicios  de Desahucio. 









A las doce y nueve minutos de la mañana del uno de abril del año dos mil nueve, 
la señora MIRIAM TERESA MARTINEZ AGUIRRE, mayor de edad, soltera, 
enfermera jubilada, compareció al Complejo Judicial Nejapa, exponiendo mediante 
escrito de demanda presentado por el Lic. CESAR ANTONIO BOQUIN lo 
siguiente: 
 
1- Que el dieciséis de Septiembre del año dos mil cuatro, celebro en esta 
ciudad un Contrato de Arriendo con la señora AIDA BUCRADO MENDEZ, 
mayor de edad, casada, Contadora Publica, portadora de cedula de 
identidad numero 361-150871-0003F, por medio del cual le dio en Arriendo 
una casa de habitación ubicada en el Reparto Miraflores, de donde fue el 
Banco Nicaragüense Monseñor Lezcano, cinco cuadras abajo y ciento 
setenta y cinco varas al norte, por el termino de un año, contando a partir 
del día diez de Septiembre del año dos mil cuatro. 
 
Dicha demanda fue presentada en papel sellado de ley, cumpliendo así con el arto 
1023 Pr. Asimismo, efectúo Relación de Hechos, señalando el nombre de la 
actora, el nombre de la demandada, la cosa que se pide cumpliendo así con el 
Inco. 1, 2 y 3 del arto 1021 Pr. 
 
2- Que el valor del canon mensual pactado era la suma de Doscientos Dólares 
de los Estados Unidos de América o su equivalente en córdobas, el cual 
debería ser pagado mensualmente, de conformidad con la clausula tercera 
del referido contrato, por adelantado, a los diez días de cada mes. Que en 
dicho contrato de arriendo se constituyo una clausula de Terminación de 
Arrendamiento (Clausula Sexta), en virtud de la cual, por el hecho de faltar 




al pago de un mes, lo que será suficiente para dar por terminado el 
contrato. Acompaño fotocopia debidamente cotejada con su original del 
Contrato de Arriendo. 
 
3- Expreso que la arrendataria no cumplió con su obligación de pagar en 
tiempo y forma el canon de arriendo mensual, desde el mes de Septiembre 
del año dos mil siete, fecha en la cual la arrendataria no pago el canon de 
arriendo y así sucesivamente, los siguientes meses y que además de eso 
continuaba ocupando el bien inmueble dado en arriendo, pese a que no fue 
renovado el contrato por lo que en virtud de la condición establecida en la 
clausula sexta del contrato referido, el contrato de arriendo se venció 
automáticamente por el incumplimiento del mismo, de conformidad con los 
artículos 2924 Inco 4to, 2933 Inc. 1ero, 2934 civil y 1429 del código de 
procedimiento civil de Nicaragua. 
 
Véase que la parte actora señala la causa o razón por la que se pide, apegándose 
al Inco 4 del arto. 1021 Pr. 
 
4- Solicito en la Vía Especial y con Acción de Desahucio por incumplimiento 
de Contrato de Arriendo, la Restitución del bien inmueble arrendado, 
notificándole a la señora AIDA BUCARDO MENDEZ, para que por 
sentencia firme se le ordene desocupar y restituir el Bien Inmueble descrito. 
 
5- Señalo lugar para  notificaciones. 
  
Dirigió su demanda al Juez de Distrito Civil de Managua, a razón de que el bien 
objeto de la litis pertenece al Municipio de Managua, cumpliendo con el Arto 1032 
y 1033 Pr. 
 




La Oficina de Recepción y distribución de Causas y Escritos de Managua 
(ORDICE), designó la causa que nos ocupa al Juzgado Tercero Distrito para lo 
Civil de Managua. 
 
El Arto 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala: Mediación Previa: en 
todos los casos en que se presenten demandas de familia, civiles, mercantiles, 
agrarias y laborales en los juzgados respectivos previo a cualquier actuación o 
diligencia, el juez convocará dentro del sexto día a un trámite de mediación entre 
las partes las que podrán estar asistidas por abogados. 
 
El juzgado tercero distrito para lo civil de Managua, mediante auto, convocó a las 
partes del presente juicio al correspondiente trámite de mediación quienes 
debidamente notificados no comparecieron al lugar, día y hora señalada por lo 
cual no llegaron a ningún acuerdo según Acta de Inasistencia de las partes en la 
fecha que correspondía. 
 
A las dos y trece minutos de la tarde del uno de julio de dos mil nueve, fue recibido 
en ORDICE escrito presentado por el Licenciado CESAR ANTONIO BOQUIN 
GARCIA, CSJ 3262, en el que solicitó se le tuviese como Apoderado General 
Judicial de la señora MIRIAM TERESA MARTINEZ AGUIRRE y adjunta Escritura 
Pública Número Cinco PODER GENERAL JUDICIAL. 
 
El arto. 94 LOPJ parte infine señala que la certificación librada por el Juez 
correspondiente de haberse realizado un previo trámite de mediación entre las 
partes, constituirá un requisito formal para la admisibilidad de la demanda. En 
caso que una o ambas partes se hubiesen negado a concurrir al trámite de 
mediación, su negativa se entenderá como falta de acuerdo y  así se expresará en 
la certificación correspondiente. 
 




Es por ello, que el día dieciséis de julio del año dos mil nueve se procedió a 
certificar Acta de Inasistencia de las partes en fecha que correspondía, 




A las nueve y cincuenta y siete minutos de la mañana del dieciséis de julio de dos 
mil nueve, se admitió la demanda que con acción de Desahucio presentó MIRIAM 
TERESA MARTINEZ AGUIRRE, se le dio intervención de ley y se ordenó notificar 
el presente desahucio a la parte demandada AIDA BUCARDO MENDEZ, 
concediéndosele el término de cuatro días para que compareciese a ejercer su 




Mediante escrito presentado en ORDICE a las doce y cuarenta y cinco minutos de 
la tarde del veintinueve de julio de dos mil nueve, por el licenciado ALBERTO 
JOSE DAVILA ALTAMIRANO, CSJ 2848, solicitó se le tuviese como Apoderado 
Generalísimo de la señora AIDA DORIBEL BUCARDO MENDEZ, se le brindara 
intervención de ley que en derecho corresponde y pidió se tuviese dicho escrito 
como OPOSICIÓN al desahucio, adjuntó PODER GENERALISIMO. 
 
En dicho escrito señaló como argumentos de la oposición, Ilegitimidad en la 
persona del demandante, Renovación del Contrato por Costumbre y por precepto 
legal, forma de pago por meses vencidos, aceptados por la demandante y otro y 
Terminación del Contrato y renovación por costumbre y por disposición legal. Pidió 
que se declarara sin lugar el desahucio, hizo uso de su derecho de Oposición que 
el arto 1431 Pr. Otorga. 
 




De conformidad al arto 1431 Pr de la Oposición planteada por el licenciado Alberto 
Dávila Altamirano se mandó oír por el  término de dos días a la parte contraria 
para que expresara lo que estimare a bien. 
 
Fue recibido en ORDICE  escrito presentado a las ocho y veintiséis minutos de la 
mañana del veintiséis de Agosto de dos mil nueve, por Cesar Boquín García CSJ 
3262, escrito de contestación a la oposición. 
 
El arto 949 Pr señala: Los terceros opositores pueden tener lugar en toda clase de 
juicios, pero en los juicios ejecutivos únicamente tendrán cavidad las tercerías de 
dominio, de prelación y de pago, de las cuales se tratarán en el lugar 
correspondiente. 
 
El Arto 950 Pr indica: Terceros opositores es aquel cuya pretensión se opone a la 
del actor o a la del demandado, o a la de los dos: en dos primeros casos se llama 
opositor coadyuvante, y en el tercero excluyente. 
 
Mediante escrito presentado en ORDICE  a las diez y dieciséis  minutos de la 
mañana del diecinueve de agosto del dos mil diez por el licenciado ERICK JOSÉ 
BRICEÑO MARTINEZ, CSJ 6842, solicitó se le tuviese como Apoderado General 
Judicial del señor ORLANDO DIONISIO MARTINEZ AGUIRRE, quien solicitó se 
tuviese como Tercero Opositor Coadyuvante de la parte actora. Adjuntó copia 
cotejada de escritura número noventa y dos Poder General Judicial, copia 
certificada notarialmente de Escritura número Uno, Desmembración y 
Compraventa. 
 
Por auto se le brindó intervención de ley al licenciado Erick José Briceño Martínez, 
como Tercer Opositor Coadyuvante de la parte actora y se ordenó dársele cuenta 
de todo lo actuado en la presente causa. Cumpliendo así con lo establecido en el 
arto 954 Pr, el cual señala: el tercer opositor coadyuvante se reputará por una 




misma persona con el principal que litiga, debiendo tomar la causa en el estado en 




Se abrió el presente juicio por el término de seis días, auto que fue debidamente 
notificado a las partes. Se tuvieron como pruebas a favor de la parte demandada, 
recepción de pruebas testificales del señor JULIO MARTINEZ AGUIRRE, se 
mandó citar a la señora MIRIAM MARTINEZ AGUIRRE a absolver pliego de 
posiciones. Se recibieron como prueba documental ofrecida por la parte 
demandada, copias de documentos varios, los cuales los anexo en el presente 
trabajo, todo con citación de la parte contraria. 
 
Asimismo, se recibieron pruebas documentales ofrecidas por el Apoderado 
General Judicial del Tercer Opositor Coadyuvante de la parte actora, dichas 
documentales constan en Escritura Pública número veinticuatro Contrato de 
arriendo, Escritura Pública número Uno, Desmembración y Compra Venta, 
Escritura Pública número Noventa y dos, Poder General Judicial, treinta y cinco 




Mediante escrito presentado por el licenciado Erick Briceño Martínez, solicitó que 
por sentencia firme se declarara HA LUGAR al Desahucio y se le ordenase a la 
demandada la restitución del bien inmueble reclamado. 
 









4.3  Cumplimiento o no del procedimiento en general. 
 
En conclusión a lo analizado en el presente caso, puedo destacar los siguientes 
puntos: 
 
1- La demanda de Desahucio fue presentada en papel sellado de ley, con la 
debida forma que el arto 1020 Pr y siguientes establece. Lo que pueden 
constatar en los anexos donde introduzco el expediente. 
 
2- Siendo un Juicio Especial con acción de Desahucio en el cual el Pr señala 
su procedimiento, se cumplieron todas las etapas procesales, no así puedo 
hablar de cumplimiento de los términos establecidos, los cuales podríamos 
decir, que en la gran mayoría de las causas civiles no se cumple a 
cabalidad con los términos de ley que establece el código de procedimiento 
civil. 
 
2.1- Convocatoria de Mediación 
2.2- Notificación de la demanda de desahucio y señalamiento del término 
de oposición. 
2.3- Se hizo uso del derecho de oposición en tiempo y forma. 
2.4- Se dio traslado a la parte actora para que expresara lo que estimare a 
bien sobre la oposición de la demandada. 
2.5- Se abrió a prueba por seis días. 
2.6- se encuentra para sentencia. 
 
3- Se presentó Tercer Opositor Coadyuvante a favor de la parte actora, en 
debida forma y solicitando se le tuviese como tal y se le diese la debida 
intervención de ley y se ordenó se le diera cuenta de todo lo actuado. 
 
4- La parte demandada y el tercer opositor Coadyuvante a favor de la parte 
actora, hicieron y uso del término probatorio en tiempo y forma, utilizando 




los medios de pruebas tales como: documental, testifical y prueba por 
confesión. 
 
Vencido el término probatorio fueron recepcionadas pruebas testificales por 
haber sido solicitadas en tiempo y forma. 
 
Tomando en consideración que nuestro código de procedimiento civil en estos 
casos, los términos que establece son fáciles y sumamente rápidos, y en la 
actualidad nuestra realidad contempla falta de apego a estos términos, por 
distintas razones, resulta prácticamente imposible para el juzgador y su equipo de 
trabajo, los secretarios de actuaciones, dar estricto cumplimiento a estos términos, 
en vista que, como lo menciones en el capitulo anterior de este trabajo 
investigativo, son miles de causas que ingresan a los juzgados en busca de una 
resolución que ponga fin a su controversia o litigio, y son pocos los juzgados que 
tienen que dar respuestas a las mismas. Por lo que resulta sobre humano cumplir 
a cabalidad. 
 
Pero por el resto del procedimiento en general resulta ser cumplido, en este caso 

















Capitulo V  Anteproyecto de Código Procesal Civil de Nicaragua. 
 
 
La idea de trabajar en un anteproyecto de código procesal civil para Nicaragua, 
nace por la necesidad social de una justicia civil que otorgue la seguridad de las 
garantías constitucionales y procesales, con el simple hecho de contar con leyes 
acordes a la realidad actual de nuestro país y tomando en consideración las 
debilidades de nuestro actual sistema, como lo es lo oneroso del proceso, la 
ritualidad del procedimiento, la falta de transparencia y la tardanza para la 
obtención no solo de una sentencia, sino desde una simple providencia de trámite, 
lo que recae en retardación de justicia. 
 
En anhelo de alcanzar una justicia eficaz, eficiente y transparente, se forma una 
comisión para la redacción del anteproyecto de Código Procesal Civil de 
Nicaragua, integrado de la siguiente manera: 
 
Coordinadora del proyecto: Ligia Victoria Molina Arguello- Magistrada de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
Comisión Técnica redactora: 
 
Luz Adilia Cáceres Vílchez – Magistrada del Tribunal de Apelaciones de las 
Segovias. 
 
Perla Margarita Arróliga Buitrago – Magistrada del Tribunal de Apelaciones de 
Managua. 
 
María Amanda Castellón Tiffer – Jueza de Distrito Penal de Audiencias. 
 
Belda María Cárcamo Sánchez – Sub directora  Escuela Judicial. 
 













Juan Miguel Carreras – Magistrado de Audiencia Provincial de Burgos. 
 









5.1- Reseña histórica de Código Modelo para Iberoamérica 
 
El código modelo para Iberoamérica nace con el propósito de sentar bases que 
ayuden en la realización de códigos de procedimientos para cada país, tomando 
en consideración las experiencias de todos los países latinoamericanos, en aras 
de la muy famosa y anhelada integración. 
 
La idea surge en la cuarta jornada de Venezuela en 1967, donde se sentaron las 
bases, que luego fueron tratadas en Bogotá-Cartagena en 1970 donde se realizó 
la quinta jornada, y concluye en la onceava jornada donde se estableció un 




anteproyecto de código procesal civil y código procesal penal modelo para 
Iberoamérica. 
 
El Instituto Iberoamericano de derecho procesal se fundó en Montevideo, con las 
primeras jornadas latinoamericanas de derecho procesal, en 1957, en homenaje a 
la memoria de Eduardo J. Couture. 
 
En la sesión de clausura de la primera jornada, el profesor Brasileño Russomano 
propuso la creación de un Instituto Americano de Derecho Procesal que luego se 
denominó latinoamericano. 
 
La segunda jornada se llevó a cabo en México, en febrero de 1960, donde se 
trataron temas como: Ejecución de sentencias extranjeras y laudos arbitrales, 
situación y perspectivas de la oralidad en América, y acción pública y acción 
privada en el proceso penal de los países Americanos, y también temas 
especiales para el derecho Mexicano como: El régimen procesal del amparo, 
unificación de códigos procesales, carrera judicial. 
 
En la sesión de clausura se designó presidente del Instituto Latinoamericano de 
Derecho Procesal al Dr. Niceto Alcalá Zamora y Castillo. 
 
La tercera jornada de celebró en Septiembre de 1962 en San Pablo, Brasil, junto 
al primer Congreso  Brasileño de Derecho, tratando los siguientes temas: Mandato 
de Seguranca, Despacho saneador y Homologación de sentencias extranjeras. En 
dicha jornada no se registra actuación del Instituto. 
 
En la cuarta jornada, celebrada en Caracas y Valencia, Venezuela en marzo y 
abril de 1967, se abordaron los siguientes temas: la protección procesal de las 
garantías individuales en América Latina, el despacho saneador, iniciativa 
probatoria del juez en el proceso civil, la teoría general del proceso y la enseñanza 




del derecho procesal, el principio de que las partes están a derecho y como 
institución de prevención criminal. 
 
El primero de Abril en Caracas se celebró una sesión del Instituto latinoamericano 
de derecho procesal donde se acordó por primera vez una verdadera Junta 
Directiva, la cual quedó compuesta por: presidente: Niceto Alcalá Zamora, 
secretario: Humberto Briseño Sierra, vocales: Luis Loreto, Santiago Sentis 
Melendo, Moacyr Amaral Santos, Hernando Devis Echandía, Mario Aguirre Godoy, 
Hugo Pereira Anabalón y Amílcar Mercader. 
 
Asimismo se resolvió crear una Revista Latinoamericana de derecho procesal, y 
se nombró como director a Santiago Sentis Melendo, y como consejo de redacción 
a los procesalistas Alfredo Buzaid, José Rodríguez U, Pedro Aragineses Alonso, 
Adolfo Gelsi Bidart, Héctor Fix Zamudo y José Antonio Silva Vallejo. 
 
También se resolvió fijar una cuota social de veinte dólares y establecer como 
tema central para las quintas jornadas, la formulación de bases para unificar la 
legislación procesal de los países americanos. 
 
 La quinta jornada se celebró en Bogotá y Cartagenas de Indias, Colombia, en el 
año 1970, donde se abordaron temas como: el problema de la lentitud de los 
procesos y sus soluciones, el cual fue expuesto por Hernando Devis Echandía y 
Hernando Morales Molina; otro tema son las bases uniformes para la legislación 
procesal penal de los países latinoamericanos, a cargo de los profesores 
Argentinos Alfredo Vélez Maricondé y Jorge Andrés Ciaría Olmedo; a su vez que 
se trato de las bases uniformes para la legislación procesal civil de los países 
latinoamericanos, para este tema los ponentes fueron los profesores Uruguayos 
Adolfo Gelsi Bidart y Enrique Vescovi. 
 
El veinticuatro de junio de 1970 se reunió el Instituto donde se designó como 
Instituto Iberoamericano de derecho procesal, en este mismo acto se aprobaron 




nuevos estatutos redactados por los profesores Niceto Alcalá Zamora y Castillo y 
Humberto Briseño Sierra, y se acordó designar como órganos oficiales del 
instituto, a la Revista de derecho procesal Iberoamericana, editada en Madrid, y a 
la Revista de Direito Processual de San Pablo, Brasil, con el objetivo de servir de 
difusión de la publicidad del instituto y de sus labores científicas. 
 
Se eligió una nueva directiva integrada por: presidente: Niceto Alcalá Zamora, 
vicepresidente: Luis Loreto, vocales: José Olympio de Castro Filho, Hernando  
Devis Echandía, Adolfo Gelsi Bidart, Santiago Sentis Melendo y Alfredo Vélez 
Mariconde. 
 
En esa sesión inclusive se designaron secretarías regionales compuestas de la 
siguiente forma: por Argentina: Fernando de la Rúa, por Centroamérica: Mario 
Aguirre Godoy, por Colombia: Hernando Morales Molina, por Chile: Hugo Pereira 
Anabalón, por España y Portugal: Carlos de Miguel y Alonso, por México: Héctor 
Fix Zamudio, por Perú: Carlos Parodi Remón, por Uruguay: Enrique Vescovi, y por 
Venezuela: José Rodríguez U. 
 
La sexta jornada se realizó en Valencia Estado de Corabobo, Venezuela en 
agosto de 1978, se trataron temas como el procedimiento de condena por delitos 
graves, límites actuales entre jurisdicción y administración, y presente y futuro de 
la casación civil. 
En esta reunión se recibió el anteproyecto articulado de bases completas para una 
legislación uniforme para América latina en materia procesal penal. 
 
La séptima jornada se celebró  en Guatemala, en noviembre de 1981, dedicadas 
exclusivamente a la discusión de los anteproyectos de códigos procesales 
modelos para Iberoamérica en materia civil y penal. Para tales efectos se formaron 
dos comisiones, una comisión para preparar en anteproyecto en materia penal, 
integrada por los profesores Víctor Fairen Guillén, presidente de la comisión; 




Fernando de la Rúa y Julio Maer como secretarios y José Federico Marqués y 
Fernando Gaitán Mahecha. 
 
Y la comisión para preparar el anteproyecto civil integrada por los profesores 
Adolfo Gelsi Bidart y Enrique Vescovi también trabajaron los profesores Alfredo 
Buzaid, Hernando Devis Echandía y Pedro Aragoneses Alonso. 
 
La Octava jornada se celebró en Quito Ecuador en octubre de 1982, en esta al 
igual que en la jornada anterior trataron exclusivamente los anteproyectos de 
códigos penal y civil modelos para Iberoamérica. 
 
En esta jornada como en la celebrada en Guatemala se publicaron sendas de 
memorias que registraron las muy importantes discusiones científicas alrededor de 
múltiples temas del articulado propuesto. 
 
Las novenas jornadas fueron celebradas en  Madrid España en junio de1985, 
donde abordaron temas como: Saneamiento del proceso y audiencia preliminar; el 
Poder Judicial; el ejercicio de las garantías constitucionales sobre eficacia del 
proceso; tutela procesal del derecho a la intimidad personal. 
 
La décima jornada se celebraron en Bogotá Colombia en agosto de 1986, donde 
abordaron temas como recurso extraordinario de revisión en materia civil y laboral; 
los indicios y las presunciones; modos anormales o extraordinarios de terminación 
del proceso, el problema de lentitud de los procesos, criticas y soluciones; la 
investigación en el proceso penal; el juzgamiento en el proceso penal. 
 
La décima primer jornada se celebró en Rio de Janeiro Brasil en 1988, trataron 
temas como medios de aumentar la eficacia  del servicio de justicia; protección 
procesal de los derechos fundamentales. 
 




Las subsiguientes jornadas décimo segunda, tercera y cuarta, fueron dedicadas a 
tratar temas como medidas cautelares innominadas, interceptaciones telefónicas y 
grabaciones clandestinas en el proceso penal y por último en la décimo cuarta 
jornada se presentó los anteproyectos de códigos modelos para Iberoamérica. 
 
 
5.2 Posibles cambios y novedades  que propone el proyecto del código 
procesal civil. 
 
El anteproyecto está estructurado con la visión de dar respuesta a la demanda 
social por una justicia civil expedita y eficaz, simple en sus formas procesales. 
 
Se inicia con cuatro Disposiciones Preliminares, quince principios, ocho libros 
divididos en títulos, capítulos, secciones y artículos, y finaliza con las 
Disposiciones transitorias, derogatorias, adicionales y finales. 
 
Las disposiciones preliminares comprenden: 
 
La supremacía constitucional: en virtud de la cual Jueces y Tribunales velarán por 
el respeto de los derechos fundamentales consagrados en la constitución política 
e interpretarán y aplicarán las disposiciones de la ley en armonía con los derechos 
y garantías contenidos en la norma fundamental. 
 
El ámbito de la ley procesal civil: en cuanto a territorio de materia, señalando de 
manera clara que sus normas regirán en todo el territorio nacional y el carácter 
supletorio de éstas en aquellas materias que cuenten con una normativa procesal 
especial. 
 
Temporalidad de la norma procesal: en cuanto a que los asuntos civiles se 
sustanciaran siempre con arreglo a las normas procesales vigentes y nunca serán 
retroactivas. 





Los principios: constituyen líneas directrices fundamentales, tendientes a orientar 
la actuación del proceso y orientar de manera general la actuación de las partes y 
de los tribunales en el proceso. 
 
En este anteproyecto se adoptan quince principios fundamentales, de los cuales 
unos son de naturaleza constitucional y otros de carácter procesal, cabe destacar 
que al momento la comisión redactora de este anteproyecto hace referencia 
tomando en consideración la propuesta del código modelo para Iberoamérica que 
los incorpora al inicio del texto por considerar que si bien el principio del debido 
proceso teóricamente comprende todas las garantía constitucionales consagradas 
en los artículos del 25  al 38 de nuestra Constitución Política y en los artículos 1 al 
20 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, consideraron preferible recogerlos en el 
Código con el propósito de que el funcionario judicial los tenga presentes al 
momento de tramitar o resolver una causa. 
 
Principios de naturaleza constitucional: 
 
Principio de Tutela judicial efectiva: contemplado en el arto. 7 Cn. la cual lo define 
como el derecho que toda persona tiene de obtener de los juzgados y tribunales 
civiles, una sentencia debidamente razonada y motivada, en la que se resuelvan 
las pretensiones que han sido objeto de debate entre las partes, cabe hacer 
mención que para ello es necesario que concurran todos los presupuestos 
procesales previamente establecidos en el código. 
 
Juez Predeterminado por la ley: el contenido esencial de este principio es la 
garantía consagrada en los artículos 33 y 34 Cn. que prescribe la prohibición de 
establecer Tribunales de excepción, para  el conocimiento de un determinado 
asunto. Como consecuencia adicional se establece el requisito de que todos los 
órganos jurisdiccionales sean creados y constituidos con anterioridad al hecho que 
motiva el proceso, en virtud de una ley que les confiere jurisdicción y competencia 




y que establezca los requisitos mínimos que garanticen su autonomía e 
independencia. 
 
El principio de contradicción, defensa e imparcialidad: mediante el cual los 
juzgados y tribunales deben garantizar la igualdad procesal ante las partes, de 
manera que la parte demandada tendrá siempre el derecho de conocer la 
pretensión del actor a fin de poder contestarla con eficacia, al actor y al 
demandado se les debe garantizar el derecho a acceder a los medios probatorios. 
 
Principio de igualdad: en virtud de este principio se reconoce por ejemplo el 
derecho de usar la propia lengua y a ser auxiliado por un intérprete en el caso de 
personas pertenecientes a nuestras Comunidades Autónomas de la Costa 
Atlántica o de otras Comunidades étnicas del país, basado también en el 
reconocimiento del derecho fundamental de la identidad cultural recogido en los 
artos. 27 y 34.6 Cn. 
 
Principio de imparcialidad: establece para Jueces y Magistrados la obligación de 
dictar sus resoluciones con absoluta sujeción este principio y a intervenir con 
absoluta imparcialidad en todo proceso sometido a su conocimiento, en 
consecuencia tiene el deber de abstenerse sin esperar a que se le recuse si 
concurre en alguna causal establecida. 
 
Principio del debido proceso: el cual debe observar los Jueces y Tribunales en 
todas sus actuaciones a fin de asegurar la efectiva vigencia de los derechos 
individuales reconocidos por la Constitución Política, este principio recoge varios 
derechos como derecho a recurrir a la justicia, derecho a obtener la tutela jurídica 
efectiva, derecho a un procedimiento legal previamente instituido, oportunidad de 
ser oído, derecho a la defensa, derecho a producir pruebas, derecho a obtener 
sentencia fundada dentro de un término prudencial, exigencia de legalidad del 
proceso y a la publicidad del proceso. 
 




Principio de publicidad: comprende tanto la publicidad para las partes como la 
publicidad general, la primera referida al principio de contradicción o audiencia, en 
virtud de los cuales se garantiza a las partes el derecho de defensa; y la segunda 
se refiere a la publicidad hacia el público, al que le está permitido entrar en el local 
de la audiencia para presenciar la realización del acto procesal, salvo que 
expresamente la ley disponga lo contrario, o que así lo decida el juez o tribunal por 
razones de seguridad, de moral o de protección de la personalidad de alguna de 
las partes en casos muy especiales y bajo su estricta responsabilidad. 
 
Principios de carácter procesal: 
 
Acceso a los juzgados y tribunales: reconoce como la condición necesaria para 
obtener la satisfacción de la tutela efectiva de sus derechos e intereses legítimos; 
en virtud de este principio se puede obtener el beneficio de asistencia jurídica 
gratuita, lo que también está regulado en el artículo 212 LOPJ. 
 
El principio Dispositivo: reconoce que solo las partes pueden iniciar y poner fin al 
proceso antes de que se dicte sentencia en cualquiera de las instancias, o en 
casación, ya que a nadie se le puede obligar a solicitar la tutela jurisdiccional o a 
ejercitar su defensa ante los tribunales. Cabe mencionar que el demandante 
puede renunciar a los pedimentos de su demanda mediante el desistimiento, 
abandonar el proceso (caducidad), disponer de la pretensión a través de una serie 
de actos como mediación, transacción, que producen la terminación anormal del 
procedimiento, con anterioridad a la sentencia definitiva.  
 
El principio dispositivo mantiene su vigor, pues continúa siendo la máxima 
procesal fundamental que guía el nuevo proceso civil que se propone, se aplica a 
la proposición y aportación de la prueba y junto al de aportación de parte se 
desprenden del principio básico de la autonomía de la voluntad. 
 




El principio de buena fe y lealtad procesal, se incluye como novedad del concepto 
de fraude procesal y la facultad que se otorga al juez para tomar todas las 
medidas necesarias que resulten de la ley o de sus poderes de dirección, para 
prevenir o sancionar cualquier acción u omisión contrarias al orden o a los 
principios del proceso. 
 
Los principios de dirección del proceso, de oralidad, de inmediación, de 
concentración y celeridad procesal: constituyen en su conjunto la principal 
característica y fundamento del anteproyecto, es menester evidenciar que estos 
principios si bien se materializan de forma más evidente en las audiencias, están 
presentes en cada una de las fases procesales, aún las escritas, pues los jueces y 
tribunales tienen la facultad, pueden y deben dirigir el proceso, en el sentido de 
ordenar su tramitación e impulsarlo de oficio, una vez iniciado a instancia de parte; 
el principio de dirección se manifiesta tanto en cuanto el control de la falta de 
presupuestos procesales por el juzgador como en la presencia de las audiencias, 
que siempre debe ser asumida personalmente por el juez o el tribunal, bajo 
sanción de nulidad absoluta. 
 
El principio de convalidación procesal, constituye un remedio saneador para los 
actos viciados de nulidad, los que en vez de invalidarlos se subsanan o sanean 
confirmando la validez del acto. 
 
Este anteproyecto establece que la nulidad se convalida, si el litigante procede de 
manera que ponga de manifiesto haber tomado conocimiento oportuno del 
contenido de la resolución, o si el acto procesal no obstante carece de algún 
requisito formal logra la finalidad para lo que estaba destinado; si la parte a quien 
interese el acto anulable en la primera oportunidad que tuviere y antes de que 
hubiere recaído resolución que ponga fin al proceso y obtenga carácter de firme. 
Si el vicio no influye en el alcance de la resolución o en las consecuencias del acto 
procesal viciado, porque dicho acto procesal puede ser objeto de subsanación por 
el juzgador, dictando una resolución que rectifique dicho acto procesal. 





Libro Primero: Disposiciones Generales: 
 
El libro primero contiene seis títulos referidos a las disposiciones generales del 
código, las que se consideran de suma importancia en cuanto sientan las bases 
para la tramitación de los procesos y las incidencias que en él se produzcan. 
 
Se inicia con el concepto de jurisdicción, se hace énfasis en las fuentes y se 
incorpora el orden jerárquico de las normas para su aplicación. 
 
La competencia  se clasificó en objetiva y básica, funcional, territorial y 
especializada, abandonando la clasificación tradicional, dándosele la debida 
importancia a los fueros especiales, que no siguen las reglas de la competencia 
general. Se simplifica el procedimiento para alegar la falta de competencia del juez 
que conoce el asunto, se abandona la inhibitoria y se mantiene la figura de 
declinatoria por considerar que resulta más práctico. 
 
Resulta también un problema conexo a la competencia lo referente a la 
imparcialidad del juez por la posible implicancia, por lo que el anteproyecto 
presenta la figura de la Abstención y la Recusación a fin de proteger el derecho 
fundamental de las partes, con un juez imparcial. 
 
También contempla los supuestos de prejudicialidad penal y civil que consiste en 
dilucidar primero un juicio, para llegar a la resolución de otro proceso, para evitar 
sentencias contradictorias. Término distinto a lo que actualmente llamamos 
medidas prejudiciales (embargos) y que la doctrina moderna les llama medidas 
cautelares. 
 
El título cuarto regula los presupuestos procesales para comparecer en juicio, 
tales como la capacidad para ser parte, la capacidad procesal y la capacidad de 
postulación, dejando plenamente delimitado quienes la poseen y quienes son 




aquellos que deberán comparecer con la debida representación en el proceso; se 
regula lo relativo a la legitimación para comparecer y actuar en un proceso, la litis 
consorcio activa, pasiva y necesaria, la sucesión procesal, la extensión y límite del 
poder dispositivo de las partes sobre la pretensión objeto del proceso, en virtud del 
cual las partes pueden desistir o abandonar el proceso, transigir o clausurar 
anticipadamente el proceso. También se regula la caducidad de la instancia y 
recursos, la caducidad en ejecución forzosa, sus efectos, exclusión e impugnación 
de la declaratoria de caducidad. 
 
El título quinto regula la acumulación, ya sea de procesos o de pretensiones, que 
por lo general procede cuando no existe inconexidad o contradicción entre ambos, 
y la acumulación eventual, que se aparta de la regla general. 
 
En el título sexto se desarrollan las distintas actuaciones procesales: el despacho 
ordinario, la figura del Magistrado ponente, su designación y sus funciones; la 
audiencia su preparación y desarrollo; las resoluciones judiciales, sus requisitos 
formales e internos. Las nulidades, sus clases y efectos, los medios para su 
impugnación, la oportunidad para alegarlas. Se regula lo referido a las costas; se 
fijan multas a favor del Fondo de Beneficios de los funcionarios en Retiro del 
Poder Judicial. 
 
Libro Segundo: La prueba 
 
En este libro se adopta el sistema de valoración libre de la prueba, con 
fundamento en la sana crítica; el principio dispositivo en la iniciativa y aportación 
probatoria oportuna a cargo de las partes y excepcionalmente de oficio por el Juez 
en las diligencias finales, solo cuando por causas ajenas a la parte proponente, 
debidamente justificadas no se hubiese practicado alguna de las pruebas 
admitidas en el momento procesal oportuno o se trate de pruebas pertinentes y 
útiles referidas a hechos nuevos o de noticia nueva. No obstante, en  ningún caso 
se permite en diligencias finales la práctica de pruebas que hubieran podido 




proponerse en tiempo y forma por las partes, pero puede ordenarse en diligencias 
finales la prueba de oficio siempre que las mismas versen sobre hechos 
previamente alegados por las partes y que hayan sido objeto de actividad 
probatoria en su momento procesal oportuno pero a criterio del juez puede con 
ellas obtener una mayor claridad y certeza sobre los hechos. 
 
También se adopta el control probatorio como función específica del Judicial, en 
virtud de la cual las resoluciones sobre la admisión de la prueba siempre deben 
ser razonadas y fundamentadas. 
 
La ineficacia de la prueba ilícita al establecerse de forma categórica que carecerán 
de eficacia los actos o hechos que vulneren las garantías procesales establecidas 
en las Constitución Política de Nicaragua, en el Código y en los Convenios 
Internacionales relativos a derechos humanos suscritos y ratificados por 
Nicaragua, con el fin de  asegurar la probidad y lealtad en la producción de la 
prueba. 
 
Se regulan los medios para impugnar la inadmisión de la prueba lícita y relevante 
para la resolución final de proceso, cuando ésta se rechace sin motivación alguna 
o mediante una interpretación o aplicación de la ley manifiestamente arbitraria o 
irrazonable. 
 
También se dispone que la irregularidad u omisión de la práctica de la prueba 
admitida, no provocará por sí misma indefensión, sino que es necesario que la 
resolución final devenga desfavorable a quién ha denunciado con fundadas 
razones la infracción del derecho fundamental. 
 
Se refuerza el principio de valoración conjunta de la prueba, lo que significa que el 
judicial debe hacer una relación racional de los hechos y de todas y cada una de 
las pruebas aportadas por las partes como sustentos de sus pretensiones. 
 




El Libro Tercero Medidas Cautelares 
Está referido a las Medidas Cautelares, contiene la regulación del proceso cautelar 
desde su concepción como una vertiente de la función jurisdiccional y en ese 
sentido como una manifestación de la tutela judicial, no obstante solo podrán ser 
adoptadas a instancia de quienes sean partes en el proceso con plena capacidad 
civil para comparecer como así lo establece a su vez el arto 60 y 62 de este 
anteproyecto en lo referente a las parte y capacidad procesal respectivamente.  
 
Cabe destacar que lo referente a las medidas cautelares esta reguladas de tal 
manera que tanto el solicitante puede pedir como el juez ordenar la medida más 
adecuada para asegurar la ejecución de la resolución que en su momento pueda 
dictarse; a su vez destaca la precisa y completa regulación de los embargos 
preventivos, detallando las peculiaridades en razón de la clase de bien de que se 
trate, normas que serán supletorias de las previstas para el embargo en la 
ejecución forzosa. 
 
Se regula a su vez, el procedimiento para adoptar las medidas cautelares con 
audiencia de la parte contraria, así como la modificación y revocación de las 
mismas cuando así sea necesario según las circunstancias del caso. 
 
El Libro Cuarto está dedicado a los procesos declarativos y el monitorio. El 
proceso declarativo comprende el proceso ordinario y el proceso sumario, que 
tienen como finalidad sustanciar cualquier pretensión procesal, siempre que no 
tengan señalada por la ley una tramitación especial; la materia y la cuantía son los 
criterios que determinan el ámbito de los procesos declarativos, aunque se 
privilegia la materia. 
 
En este anteproyecto se mantiene la mediación como método alterno de solución 
de conflicto y será efectuada por terceros de forma previa o durante el proceso, a 
diferencia de la regulación actual en el arto 94 LOPJ que ordena al juez fungir 
como mediador, de tal manera que bajo la nueva regulación, las partes pueden 




llegar a un acuerdo en cualquiera de las instancias o incluso durante la tramitación 
de los recursos, sin que se implique el juez que conoce la causa. 
 
Se tramitarán por el proceso ordinario las materias estimadas de mayor 
complejidad independientemente de su cuantía, como la tutela de derechos 
fundamentales y derechos honoríficos, publicidad, pretensiones colectivas, y otras 
como la reivindicatoria, falsedad y nulidad, impugnación de acuerdos sociales, 
condiciones generales de contratación, etc. También se tramitaran bajo el proceso 
ordinario con respecto a la cuantía las causas que no sean inferiores a doscientos 
mil córdobas. 
 
El procedimiento propuesto en el anteproyecto es mixto por lo que la forma de 
presentar la demanda, la prueba documental y el peritaje es escrita, pero 
predomina la oralidad, y  se mantiene la parte escrita con el propósito de 
documentar las alegaciones básicas de las partes y las actuaciones que se 
realicen durante el desarrollo del procedimiento. 
 
La participación directa y activa del judicial debe ser dirigir eficaz y eficientemente 
el proceso y una plena inmediación judicial, puesto que de lo contrario se 
sancionará con la nulidad de toda la actuación que se realice. 
 
El proceso ordinario se tramita en dos audiencias: 
La audiencia inicial tiene como finalidad instar a las partes a lograr un arreglo; el 
saneamiento de los defectos procesales denunciados; fijar con precisión la 
pretensión, la oposición y los términos del debate; proponer y admitir la prueba de 
que intenten valerse las partes y fijar la fecha de la audiencia probatoria. 
 
La audiencia probatoria tienen por objeto la práctica oral y pública de los medios 
de prueba que se hubieren admitidos en la audiencia inicial los cuales deberán ser 
practicados concentradamente, salvo que resulte imposible por la naturaleza del 
medio probatorio. 





La parte que presentó la prueba documental deberá exhibir los aspectos más 
relevantes de dicha prueba, y el perito deberá explicar por que llegó a esas 
conclusiones y qué reglas utilizó, en vista que el juez debe apreciar los medios de 
prueba, conforme a las normas de la sana crítica y la audiencia es la única 
oportunidad para aclarar en forma pública las dudas que tenga para la valoración 
de la prueba. 
Concluida la práctica de la prueba y antes de ponerle fin a la audiencia, las partes 
por turnos y en el orden establecido en el código efectuarán sus alegatos finales 
conforme las reglas que se establecen en los artos. 461 al 463 del anteproyecto, 
concluidos los cuales se levanta la sesión y comienza a correr el plazo de 10 días 
para dictar sentencia, debo hacer mención que todas las actuaciones orales 
deberán registrarse por los medios tecnológicos idóneos, como grabadoras, CD, 
DVD o Video, al igual que en las audiencias penales ocurre actualmente. 
 
El Proceso Sumario se desarrolla en una única audiencia a diferencia del ordinario 
que se tramita en dos audiencias, ya que éste proceso sumario, ventila las 
pretensiones que ameritan ser resueltas con mayor rapidez o por tratarse de 
asuntos que son más fáciles de resolver independientemente de su cuantía como 
lo son la oposición al deslinde y amojonamiento, pretensiones derivadas de 
accidentes de tránsito, derechos de servidumbres, acciones que pueden ocurrir 
entre comuneros, etc. También materias que por sus particularidades requieren 
alguna especialidad en su tramitación, como lo es la expiración del arrendamiento 
por las causas que fija la ley de inquilinato, pretensiones posesorias, rectificación 
de hechos o informaciones inexactas y perjudiciales y las pretensiones derivadas 
de la propiedad horizontal, así mismo se tramita por el proceso sumario con 
respecto a la cuantía siempre que la pretensión objeto del proceso sea inferior a 
los doscientos mil córdobas. 
 
El Proceso Monitorio es un proceso especial, eminentemente escrito, pensado 
para crear rápidamente un título ejecutivo sin necesidad de un proceso declarativo 




previo, con la sola base de que la parte interesada presente ante el juez un 
documento con el que fundadamente pueda acreditarse una obligación por 
cantidad de dinero de hasta treinta mil córdobas, que esté vencida, que sea líquida 
y exigible. 
 
Este proceso constituye un instrumento adecuado para pequeños y medianos 
empresarios que requieran reclamar rápidamente créditos no pagados y que no 
les depare mayores costos como gastos de asesoría legal técnica y notarial; 
 
La competencia por materia y cuantía la tendrá el juzgado local civil del domicilio 
del deudor, para garantizar que éste tenga un eficaz conocimiento del 
requerimiento de pago y pueda ejercer su derecho a defenderse, ya que su 
incomparecencia produce consecuencias en su contra como despachar ejecución 
en su contra. 
 
Libro Quinto: Recursos 
 
En este libro se contempla la regulación de los recursos, comprende normas 
generales en las que se especifican sus clases, los requisitos generales y la 
prohibición de la reforma peyorativa (la sentencia de segunda instancia no puede 
ser más gravosa al recurrente). Además del recurso de reposición en el que el 
recurrente debe exponer la infracción cometida, se regula el recurso por 
denegatoria de admisión, como recurso instrumental para los casos en que no se 
diera trámite a la apelación o a la casación. Se mantienen los clásicos medios de 
impugnación de la apelación y de la casación para los que se establecen ciertos 
requisitos comunes. 
 
El recurso de reposición procede contra todas las providencias y los autos no 
definitivos, se interpone ante el mismo tribunal que lo dictó para su 
reconsideración sin perjuicio de la continuación el proceso. No obstante una vez 
resuelto el recurso referido, no cabe interponer otro recurso alguno, pero puede 




protestarse para hacerse valer como motivo en el recurso de apelación o casación 
interpuesto contra la posterior resolución que ponga fin al proceso de manera 
definitiva, con el propósito de hacer valer una pronta tutela judicial sin tanta 
dilación y trabas como es común en el actual procedimiento. No omito mencionar 
que desaparecen las apelaciones contra resoluciones interlocutorias, lo que hace 
al nuevo proceso más expedito. 
 
El recurso de apelación se reforma para evitar su interposición con la única 
finalidad de dilatar el proceso, por lo que no se podrá apelar contra autos no 
definitivos y se potencia la ejecución provisional, dando cumplimiento a la 
sentencia a pesar de estar sometida a recurso. 
 
Se reafirma la apelación como una plena revisión jurisdiccional de la resolución 
apelada pero sin que en la segunda instancia puedan aducirse toda clase de 
hechos o formularse pretensiones nuevas sobre el caso. 
 
Se regula el recurso de rescisión de la sentencia, para que el condenado en 
rebeldía pueda obtener la anulación o invalidación de la sentencia, dictada contra 
el rebelde abriendo la posibilidad de defenderse en un nuevo proceso, con el fin 
de evitar situaciones de injusticia en la decisión cuando su ausencia en el proceso 
invalidado haya sido enteramente involuntaria. 
 
La acción de rescisión se interpone ante el Tribunal de Apelación correspondiente 
con el fin de probar los motivos de su incomparecencia al proceso que se le siguió 
en rebeldía en el cual fue condenado, y obtener, si justifica, la rescisión de la 
sentencia, para lo cual se tramita en una sola audiencia. 
 
La casación entendida como un recurso extraordinario mantiene la finalidad y los 
efectos que le son propios, en coherencia con la necesidad de crear doctrina 
jurisprudencial uniforme en toda la República, limitando el número de resoluciones 
contra las que pueda interponerse y permitiendo la casación por infracción de las 




normas que configuran la tutela judicial efectiva, por la violación, indebida 
interpretación o aplicación de normas procesales que supongan nulidad absoluta o 
produzcan indefensión  y por la violación, indebida interpretación o aplicación de 
normas sustantivas aplicables para la resolución del objeto del proceso. 
 
A la vez que regula la revisión de sentencias firmes, que se promueve dentro de 
un plazo de cinco años, ante la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, para 
casos concretos y determinados en el arto. 588 del anteproyecto, como si después 
de pronunciada la sentencia se obtuvieran documentos decisivos, que no disponía 
al momento de dictar la sentencia, por razones de fuerza mayor o por obra de la 
parte beneficiada por la sentencia, entre otros. En este recurso se establece el 
depósito de una cantidad la cual a mi juicio considero sumamente exagerada 
como requisito para su tramitación, de doscientos mil córdobas. Los cuales 
deberán ser depositados en cuenta de la CSJ, y serán devueltos a la parte si el 
tribunal estima  la revisión. 
 
Libro Sexto: Ejecución forzosa. 
 
Se regula la ejecución forzosa que constituye dentro del código la prueba de la 
eficacia del modelo que se adopta. La ejecución de títulos judiciales  y la de títulos 
no judiciales se contienen en el mismo libro y se desarrollan bajo un mismo 
procedimiento con algunas particularidades dada la naturaleza del título y el hecho 
de que a la ejecución de títulos judiciales le antecede un proceso declarativo. 
 
Dicho libro se inicia con los principios especiales informadores del proceso de 
ejecución, que regulan la extensión, alcance y finalidad de la ejecución. En ellos 
se reconoce a la ejecución como una actividad fundamental jurisdiccional en 
atención al mandato constitucional de juzgar y ejecutar lo juzgado y la 
obligatoriedad del cumplimiento de las resoluciones judiciales. 
 




Se contempla la posibilidad de acumulación de ejecuciones en atención a la 
existencia de conexión entre las diversas obligaciones ejecutadas, a la aplicación 
de los principios de economía procesal y completa satisfacción de los intereses de 
los acreedores ejecutantes. 
 
Se establece la caducidad de la pretensión de ejecución de los títulos judiciales 
como mecanismo para restringir en el tiempo el derecho de instar y obtener la 
intervención judicial que le de efectividad al título, con el fin de evitar que el deudor 
obligado quede vinculado a una incierta ejecución indefinidamente. 
 
Se determina como regla general que la suspensión procede por solicitud de 
ambas partes, por disposición legal, en casos de audiencia al rebelde y por 
prejudicialidad penal. 
 
El procedimiento único de ejecución se inicia siempre a instancia de parte, con 
una solicitud escrita en caso de título judicial o con una demanda en caso de 
títulos no judiciales, en ambos casos se cumplirán las formalidades señaladas en 
la ley. 
 
Vista la solicitud o demanda en su caso, se abre un trámite de admisión 
dictándose mandamiento de ejecución si concurre los presupuestos procesales, si 
el título no es irregular y las actuaciones solicitadas son acordes con el título que 
sirve de sustento a la ejecución. El ejecutado puede oponerse a la ejecución de 
forma general, tendiente a evitar el proceso ejecutivo en su conjunto y de forma 
específica a determinadas actuaciones que se ejecutan para dar efectividad a la 
ejecución, lo que no impide la continuación de la ejecución. 
 
Para las ejecuciones hipotecarias y prendarias se regula un proceso común con 
solo algunas particularidades, entre éstas, que  las solicitud de ejecución debe 
dirigirse necesariamente contra el deudor, y en caso de que lo haya, contra el 
propietario del bien y contra un tercero adquirente de los bienes hipotecados, 




siempre que se cumpla con los presupuestos de procedencia que para cada una 
de estas ejecuciones se proveen. 
 
Se encuentran claramente terminados los motivos de oposición a la ejecución 
hipotecaria y prendaria y en caso de proceder deberá formularse por escrito en 
cualquier momento hasta antes de la realización de la subasta. 
 
Libro Séptimo: Procesos de Personas y Familias 
 
Contiene procesos de personas y familia en lo que hace al derecho de familia, hay 
una clara referencia a la aplicación no solo de los principios generales que rigen el 
procesal civil, sino a algunos principios especiales, que tanto constitucionalmente 
como en leyes ordinarias y en instrumentos internacionales son reconocidos por el 
Estado de Nicaragua. 
 
Las materias de personas y familias se regulan por los trámites del proceso 
sumario con las especialidades que requieren su naturaleza y con la prontitud que 
merece la resolución. Se han establecido unas disposiciones generales tanto para 
personas como para familia, pero haciéndose una división de las especialidades 
para las pretensiones de cada materia. Dichos procesos deberán estar regidos 
bajo los principios de inmediación, concentración, oralidad, congruencia, lealtad 
procesal y buena fe, igualdad, dirección del proceso y publicidad, interés superior 
de la niña, niño o adolescente, preferencia de los métodos alternos de resolución 
de conflictos, protección de los derechos fundamentales, entre otros. 
 
El Libro Octavo: Jurisdicción voluntaria. 
 
Regula la materia de jurisdicción voluntaria, dentro de las dudas existentes sobre 
la conveniencia o no de que sea parte integrante del contenido del Código 
Procesal Civil de Nicaragua, dudas que tienen su razón de existir no solo por las 
realidades que se están viviendo en nuestro país, sino porque las tendencias 




modernas aconsejan que todo este quehacer voluntario de las personas, que 
constituye la supremacía en materia del consentimiento se conozcan y resuelvan 
en despachos extrajudiciales. 
 
El arto 872 del anteproyecto lo define de la siguiente manera, se considera  
actuaciones de jurisdicción voluntaria todas aquellas en las que se solicita la 
intervención de un Juez o Notario Público para la tutela de cuestiones de derecho 
civil, familia y mercantil, en las que no existe contraposición entre los 
interesados.10 
 
Finalmente conviene señalar que lo relativo a las disposiciones transitorias, 
derogatorias, adicionales y finales se encuentra en proceso de estudio para su 
posterior redacción, por lo que no hago referencia explicativa al respecto. 
 
 
5.3 Factores que contribuirían en la agilización del proceso civil.  
  
El proceso actualmente en Nicaragua está viciado de burocracia, lentitud, 
retardación, donde el juez funge como reaccionador (reactivo) en el proceso, a 
medida que las partes impulsan el proceso por medio de escritos solicitando algún 
trámite, éste resuelve conforme a lo solicitado, a pesar que el actual código 
procesal civil, establece ciertas actuaciones que el juez debe resolver de oficio, 
nuestra realidad práctica es diferente, carece de pro actividad, lo que contribuye 
en la lentitud del proceso. Vivimos lo que comúnmente llamamos una justicia 
rogada. 
 
Nuestro actual código de procedimientos civil establece términos para la 
realización de cada actuación, lo que en papel plasmado se ve maravilloso pero 
en la actualidad no es cumplible, en parte por la cantidad de causas que a diario 
ingresan en cada juzgado del país, a diferencia de la cantidad de juzgados y 
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secretarios disponibles para tramitar estas causas, lo que poco a poco va dejando 
un numerable monto de pendencias de casos sin tramitar para el siguiente año, y 
a estas se van sumando sucesivamente las nuevas causas que  se interponen 
diariamente, a menos que se aumenten el número de juzgados, con sus 
respectivos jueces y secretarios de tramitación, esto siempre seguirá en aumento. 
 
Por otro lado, también surgen un factor preponderante, la falta de voluntad de 
trabajo eficiente y oportuno, muchas de las causas civiles duermen como decimos 
popularmente el sueño de los justos, pasan por largo tiempo reposando en el 
Archivo de Asuntos en Trámites, esperando que sean solicitados por los judiciales 
para su respectiva tramitación. 
 
Y aunque resulta vergonzoso admitir, el poder judicial está plagado de corrupción, 
aunque se intenta trabajar en esto, si bien la intención es un indicio, no es 
suficiente, se necesita arrancar de raíz, la hierba mala, para que no se sigua 
esparciendo. Esta corrupción abarca prácticamente todo el sistema, o mejor dicho 
las personas involucradas en el proceso, desde Jueces y Magistrados, secretarios, 
oficiales archivistas, mensajería interna, hasta conserjes y vigilantes, lo cual 
resultaría poco creíble, pero en la realidad es todo un sistema operativo, se dan 
casos como pérdida temporal o permanente de expedientes en tramitación, los 
cuales pueden ser extraídos de su ubicación de diferentes formas, sacados en 
basureros por los conserjes, o desde el área de atención al usuario, entre otros, en 
vista que dichas oficinas no cuentan con la debida vigilancia, en la OAAT, la 
responsable de la oficina, ha solicitado en numerables ocasiones, se ubique 
cámaras de seguridad, lo cual contribuiría de gran manera al control de la 
ubicación de tales expedientes, pero no ha tenido respuesta oportuna, se dice que 
por falta de presupuesto, pero no sabemos si el fondo de esto es básicamente, la 
falta de voluntad por conveniencia. Hago mención a la ubicación de los 
expedientes, debido a que resulta un atraso en el proceso de tramitación de cada 
expediente, si éste al momento de ser solicitado para su respectiva tramitación y 
seguimiento, no se encuentra accesible para el judicial, el secretario de actuación 




o las mismas partes del proceso, que necesitan tenerlo a su vista para contestar 
una demanda, o interponer un recurso, o cualquier otro requerimiento. 
 
Por otro lado, antes que se implementara el sistema, es manejado por los 
litigantes de larga experiencia, que los jueces y secretarios de actuaciones se 
creían prácticamente dueños de los expedientes, los manejaban a su antojo sin 
ningún control, y les resultaba sumamente fácil recibir incentivo económico para 
dar trámite a ciertos expedientes. Lo que con el modelo de gestión de despacho 
implementado en los juzgados de Managua, se ha pretendido radicar este tipo de 
corrupción. Ya que solo tramitaban unos cuantos y los demás no era de interés 
económico su pronta resolución, lo que recae en desigualdad de acceso a la 
justicia. 
 
La oralidad resulta uno de los factores principales que se pretende adoptar con el 
anteproyecto de código procesal civil, esto influiría grandemente en la agilización 
de los procesos, pero para lograr este nuevo sistema, habría que acondicionar 
también los juzgados para que puedan practicarse las debidas audiencias que se 
establecerán, dotar distintas salas de todo el equipo necesario para realizar las 
audiencias, como actualmente cuentan las salas de audiencias penales. Con 
equipos tecnológicos de grabación, CD, DVD, etc. Esto incluye hacer 
modificaciones en infraestructura, entre otros cambios, que requieren de un gran 
presupuesto económico para llevarlos a cabo. 
  
En otro sentido, me interesa mencionar que si bien los juzgados están 
prácticamente saturados por la cantidad de causas que a diario ingresan, puede 
influenciar de manera positiva, el hecho de contar con un nuevo código mercantil y 
como en conferencia realizada en la Universidad Centroamericana sobre derecho 
mercantil,11 donde se plateaba la necesidad de contar con un código de los 
                                                          
11
 Primer Jornada de derecho Mercantil, estrategia de reforma, Diálogo con Académicos, realizada el 26 de 
octubre de 2010, en la Universidad Centroamericana, donde se trató la importancia de un nuevo código que 
regule la actividad empresarial, comercial, ya que figuras como la compraventa, la permuta, el préstamo de 




empresarios que regule la actividad empresarial y comercial en general, lo que 
vendría a disminuir la cantidad de figuras contenidas en el código civil y porque no, 
contar con un procedimiento especial para tales casos, que así mismo, tuvieran o 
se implementara nuevos juzgados dedicados a dilucidar tales procesos, y así no 
se obligaría a que un juez acostumbrado a tramitar procesos de materia civil, 
también tengan que conocer de materia  mercantil o empresarial  o de comercio, 
como le quieran llamar. De esta manera habría juzgados para cada caso según la 
materia, los cuales beneficiaría de gran manera, ya que por un lado serían 
juzgadores más especializados y preparados y por otro, al estar dedicados a 
ciertas materias, los procesos podrían ser mas expeditos y cumplir con los 
términos que la ley de la materia establece. 
 
En otras legislaciones de otros países latinoamericanos como Costa Rica ya 
aplican las notificaciones electrónicas12 en sus sistemas judiciales, factor que 
incidiría favorablemente en nuestro sistema sobre todo en la agilización de los 
procesos civiles, donde nuestro código de procedimiento civil establece en su arto. 
29 el término de la distancia de un día por cada 30 km de distancia para emplazar 
a las partes que residan en un lugar distinto de la sede del tribunal donde se 
encuentra radicada la causa, término que a estas alturas de la vida resulta ridículo, 
pues cuando se estableció en el año 1905, tenía sentido, pues el medio de 
transporte en la época era el caballo y la carreta, por lo que las personas tardaban 
en transportarse a los juzgados para personarse, mientras que ahora solo genera 
atraso en el proceso, es un factor de dilación que podría ser eliminado por medio 
de una modificación, y beneficiaria en gran medida utilizar el método de notificar 




                                                                                                                                                                                 
consumo, están doblemente regulados, tanto en el código de comercio como en el código civil, entre otras 
figuras, 
12
 Boletín Judicial número 116 del 16-6-2000, San José Costa Rica, donde hace alusión al reglamento  para las 
notificaciones por medio de correo electrónico. 







Nuestro sistema jurídico procedimental a lo largo de tantos años ha sufrido pocas 
modificaciones, en comparación a la necesidad y el avance de la población y 
sociedad; como lo mencioné anteriormente, contamos con un código de 
procedimiento civil de más de un siglo, completamente viejo, obsoleto,  pero a esto 
podemos sacar un punto positivo, ese mismo tiempo, de un siglo, de experiencia, 
y crecimiento no solo de la cantidad poblacional sino también, de conocimientos, y 
porque no, crecimiento de las demás legislaciones de otros países, que nos 
ayudan o nos sirven de bases, para modificar y actualizar nuestras leyes, como 
así fue trabajado el código modelo para Iberoamérica, el cual fue diseñado con el 
propósito de sentar las bases que pudieran ser tomadas por las legislaciones de 
países como Nicaragua, y a su vez, unificar las legislaciones de los países 
latinoamericanos. 
 
Pero no podemos omitir, que a pesar de contar con leyes viejas, se ha intentado 
modernizar nuestro sistema judicial, en uno de esos intentos, nace la creación del 
Modelo de Gestión de Despacho Judicial, el que trató de actualizar la manera de 
operar el sistema judicial, dotándolo de tecnología nueva, en vía de una 
modernización, y porque no decir, en busca de limpiar la imagen del  Poder 
Judicial, la que claramente se encuentra afectada, por tantos años de visible 
corrupción, este sistema, que aún se encuentra en pañales, y que no ha logrado 
establecerse en todo el territorio, ha tenido muchas críticas, las que mencioné a lo 
largo de mi trabajo, pero aun así, su propósito es bueno, solo falta trabajar en ello, 
como equipo, porque la corrupción no se le puede atribuir al sistemas o sus 
colaboradores del poder Judicial, sino también, a sus usuarios, porque si bien, 
unos aceptan sobornos, los otros son quienes lo proponen. 
 
Por lo que creo, debemos trabajar todos en pro de una Nicaragua, justa, 
equitativa, eficiente en sus sistemas judiciales, con leyes transparentes, no solo 




pedir, sino también aportar, todo no concluye con esperar que un nuevo código de 
procedimientos civil aparezca, sino que hay que hacerlo cumplir. 
 
Por otra parte, me interesa mencionar que falta un poco más de colaboración y 
vigilancia por parte de nuestra Suprema Corte de Justicia, quien recibe a diario 
una buena cantidad de dinero no solo del presupuesto General de la República 
sino de otras actividades, como el Registro de la Propiedad, la que genera muchas 
divisas, y van a dar al presupuesto de la Corte, pero a la hora de invertirlo, no se 
piensa en las necesidades del sistema, como dotar de nuevos juzgados  con sus 
equipos necesarios para su trabajo, lo que beneficiaría en gran manera en la 
agilización de las causas, en vista que son muchas las causas que diariamente 
ingresan a los juzgados, y pocos los que dan tramite a éstos, como lo expuse en 
las graficas presentadas, donde claramente se puede observar que solo el 
veinticinco por ciento de las causas que ingresan  a los juzgados del país durante 
el año son resueltas, el restante setentaicinco por ciento, quedan en espera de su 
tramitación y resolución. Lo que demuestra falta avance y un enorme 
estancamiento en la justicia, que termina repercutiendo en la sociedad, quienes 
depositan sus esperanzas en la resolución de sus controversias o declaración de 
sus derechos, y con el paso del tiempo, miran agotadas sus energías y muchos 
más bien deciden renunciar al proceso, dándolos por terminados por falta de 
impulso procesal de las partes. Lo que resulta negativo para nuestro sistema 
judicial. 
 
Desde hace unos años se viene hablando de el Anteproyecto de Código Procesal 
Civil de Nicaragua, en el cual se está trabajando, con el propósito de modernizar, 
lo que más bien yo diría, actualizar, ya que somos el único país de Centroamérica 
que aún cuenta con un código de procedimiento civil de más de un siglo, lo que 
nos deja en completa desventaja, siempre en última escala, pero no solo se debe 
quedar en papel mojado las leyes, como es costumbre en Nicaragua, creo que 
debe trabajarse en la aplicación de las mismas leyes, en el control y vigilancia de 
las actuaciones judiciales, no hacer un código inaplicable, que posteriormente 




resulte costumbre ampliar los términos que establece, sin que el mismo cuerpo 
normativo, de pautas para hacerlo. Atribuyéndose los judiciales, derechos que no 
le competen, si bien nuestro cuerpo normativo establece que un funcionario 
público debe hacer únicamente lo que la ley expresamente establece. 
 
Es fácil hablar de corrupción del poder judicial, pero también resulta fácil, omitir el 
hecho de quienes promueven también tal corrupción. Lo que considero 
sumamente importante, es buscar herramientas que doten al  sistema judicial de 
control y seguimiento de causas, que efectivamente sea aplicable, porque si bien 
existe en la Corte Suprema de Justicia una oficina de Seguimiento de causas, 
éstas no tienen  la potestad para exigirle a un judicial una respuesta de sus 
actuaciones, con respectos a tales causas. 
 
Por otro lado me interesa concluir con la idea de tomar referencia de otras 
legislaciones que cuentan con herramientas modernas, se trata de tomar lo 
positivo que tienen las demás legislaciones y adaptarlas a la nuestra, como lo 
menciono en mi trabajo, me resulta interesante lo referido a las notificaciones 
electrónicas, lo que nos ahorraría en gran manera el tiempo, para ser utilizado en 

















 Recomendaciones  
 
Nuestro sistema Judicial presenta grandes debilidades que repercuten en la 
imagen del país, y afectan directamente a la población en general, en vista que 
siempre los más vulnerables son los que resultan afectados en mayor manera, no 
voy a redundar en la corrupción del sistema, que es obvio, pero me interesa 
mencionar, que para lograr alcanzar una Nicaragua soñada, como los políticos 
dicen, libre de analfabetismos, lo que es importante, pero yo también pienso y 
digo, libre de corrupción. 
 
Se debe trabajar para un cambio total; desde las costumbres que vamos 
recogiendo, para hacer un cambio verdadero, porque el sistema somos todos, por 
un lado está el cuerpo normativo pero por otro el factor humano, que le da vida al 
sistema.  
Recomiendo aumentar el sistema de vigilancia, dotar de cámara de vigilancia en 
cada oficina del complejo judicial, para que se acabe con las actuaciones ilegales 
que se cometen en la propia sede de justicia. 
 
Recomiendo trabajar en una Nicaragua sin discriminación donde se pueda hablar 
y denunciar casos visiblemente ilegales sin miedo a ser sancionado por tales actos 
de denuncia, como fue el caso de una juez, quien denunció que la Oficina de 
Recepción y Distribución de Causas y expedientes, manejaban el sistema a su 
gusto y antojo. 
 
En otro sentido, me interesa hacer mención de la urgencia de contar con el 
famoso anhelado código de Procedimiento Civil, que se hagan las consultas 
necesarias, donde se incluya a los abogados litigantes, quienes tienen larga 
experiencia en el quehacer procedimental de justicia, no solo en teoría sino en la 
verdadera práctica, quienes mejor que ellos, para brindar opinión objetiva de cómo 
mejorar la calidad del sistema brindando las normas a utilizar en cada 
procedimiento. 
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Arto.   Artículo 
BID   Banco Interamericano de Desarrollo 
Cn.   Constitución Política de Nicaragua 
CSJ   Corte Suprema de Justicia 
INCO   Inciso 
LOPJ   Ley Orgánica del Poder Judicial 
OAAT   Oficina de Archivo de Asuntos en tramites 
OAP   Oficina de Atención al Público 
OGA   Oficina de Gestión de Audiencia 
OPP   Oficina de Presentación del Procesado 
ORDICE  Oficina de Recepción y Distribución de Causas y Escritos 
OTAPN  Oficina de Tramitación de Audiencia Penal 
OTDC   Oficina de Tramitación de Distrito Civil 
OTESVP Oficina de Tramitación de Ejecución de Sentencia y Vigilancia 
Penitenciaria 
OTFAM Oficina de Tramitación Familia 
OTJPN Oficina de Tramitación de Juicio Penal 
OTLB Oficina de Tramitación Laboral 
OTLC Oficina de Tramitación Local Civil 
OTLPN Oficina de Tramitación Local Penal 
Pr Código de Procedimiento Civil 
TAM    Tribunal de Apelaciones de Managua 
 
 
























































Esta gráfica ejemplifica la cantidad de causas pendientes de tramitar, las que ya están 
resueltas  y las que inician en cada año desde el 2000 hasta  el 2007, de esta manera 
podemos observar el panorama de la situación, donde la barra amarilla simboliza la 
cantidad de causas resueltas, siendo obviamente la más pequeña, pues poseemos un 
sistema judicial lento. 
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